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VISIÓN CONSTITUCIONAL SOBRE EL ACCESO DE JUSTICIA EN EL 

DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO DESDE EL AÑO 2015 A 2019 

 

Resumen 
La investigación se centra en la garantía efectiva de los derechos de los 

trabajadores y su relación con el acceso a la administración de justicia en poblaciones 

distantes de los núcleos urbanos o en áreas donde los jueces laborales operan según 

la disposición del Estado a través de la Rama Judicial. 

 

El análisis de los principios de carácter constitucional que sustentan las políticas y 

normativas laborales busca asegurar la prestación de servicios judiciales. Sin 

embargo, las barreras que pueden surgir y que limitan el acceso a estos servicios 

revelan un desconocimiento de los principios que guían un Estado Social de Derecho. 

 

En este contexto, se indagará si el acceso a la administración de justicia realmente 

se garantiza de manera efectiva para aquellos grupos poblacionales que se 

encuentran apartados de los centros urbanos. Se examinará si estas situaciones 

representan un argumento falso, dado que las limitaciones impuestas por las 

circunstancias de los ciudadanos y la ubicación de los tribunales judiciales obstruyen 

el ejercicio de este derecho. 

 

Sumary  

The investigation focuses on the effective guarantee of workers' rights and its 

relationship with access to the administration of justice in towns far from urban centers 

or in areas where labor judges operate according to the State's provision through the 

Branch Judicial. 
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The analysis of the constitutional principles that support labor policies and 

regulations seeks to ensure the provision of judicial services. However, the barriers 

that may arise and that limit access to these services reveal a lack of knowledge of the 

principles that guide a Social State of Law. 

In this context, it will be investigated whether access to the administration of justice 

is really effectively guaranteed for those population groups that are far from urban 

centers. It will be examined if these situations represent a false argument, since the 

limitations imposed by the circumstances of the citizens and the location of the judicial 

courts obstruct the exercise of this right. 

Palabras Claves 
Estado Social de Derecho, acceso a la Justica, derechos mínimos laborales, 

trabajadores.  

Key Words 

Social rule of law, access to justice, minimum labor rights, workers. 
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Planteamiento del problema 
 

La población del departamento del Putumayo se encuentra situada en una región 

con una extensión aproximada de 25.000 km². Esta región está ubicada al sur de 

Colombia y cuenta con una división administrativa que incluye 13 municipios, 2 

corregimientos, 56 supervisión de policía, así como numerosos caseríos y áreas 

pobladas. En conjunto, esta zona alberga una población estimada de 337.000 

habitantes (Gobernación del Putumayo, 2021).   

 

En esta distribución geográfica, la mayoría de los municipios se localizan a cierta 

distancia de Mocoa, la capital actual del departamento. Es en Mocoa donde la Rama 

Judicial manifiesta la presencia del Estado, contando con Jueces Laborales que 

desempeñan papeles importantes. Entre estos jueces, uno ostenta la categoría de 

circuito, mientras que otro tiene la categoría municipal, siendo designado para tratar 

asuntos de Pequeñas Causas. Estos funcionarios poseen la competencia necesaria 

para resolver los conflictos laborales que pueden surgir en todo el departamento. 

 

Dado su contigüidad con las fronteras de Perú y Ecuador, los municipios que se 

encuentran en estas zonas han cultivado una economía centrada en el comercio. Sin 

embargo, esta dinámica ha desencadenado un índice considerable de informalidad 

laboral  (Miranda Realpe, 2018), En este escenario, los trabajadores acceden a 

empleos bajo condiciones que no aseguran el respeto de sus derechos laborales, 

aunque mantienen un grado aceptable de estabilidad económica. 
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El acceso a Mocoa presenta serias limitaciones debido a diversos factores, como 

los costos, el tiempo requerido para los desplazamientos, el estado de la 

infraestructura vial y las opciones de transporte disponibles, entre otros. En tales 

circunstancias, cuando se enfrentan a problemas laborales insatisfactorios, los 

trabajadores se ven obligados a llegar hasta la capital del departamento. Allí es donde 

se encuentra establecida la presencia de las autoridades judiciales en el ámbito 

laboral. Esta situación se convierte en un auténtico obstáculo para los trabajadores, 

especialmente para aquellos que a menudo no perciben ni siquiera un salario mínimo. 

En relación con la administración de la justicia laboral en el departamento, es 

importante mencionar que la Rama Judicial tomó medidas en el año 2008. En ese 

año, se estableció el Juzgado Laboral del Circuito, lo que resultó en la eliminación de 

la función de los Juzgados Promiscuos del Circuito en los municipios de Sibundoy, 

Mocoa y Puerto Asís. Esta decisión concentró los asuntos laborales en Mocoa, donde 

opera un Juzgado Laboral del Circuito y uno especializado en Pequeñas Causas. 

Antes de esta reforma, dichos despachos se encargaban de resolver las disputas 

laborales en el territorio. 

En estas circunstancias particulares, es decir, debido a la centralización de la 

justicia laboral en el municipio de Mocoa, considerando la distribución geográfica de 

la población en Putumayo y la naturaleza inherente del derecho de acceso a la 

administración de justicia, esta investigación busca abordar la siguiente pregunta: 

¿Durante el período 2015-2019, el modelo de prestación de servicios de 

administración de justicia en el Departamento de Putumayo aseguró la protección de 

los derechos laborales de los trabajadores? 
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OBJETIVOS 

 

Objetivo general 
 

Determinar si el funcionamiento de un Juzgado Laboral del Circuito y un Juzgado 

de Pequeñas Causas permitieron garantizar el derecho de acceso a la justicia en 

materia laboral y seguridad social a en el departamento del Putumayo en el periodo 

2015-2019. 

 

Objetivos específicos 
 

1. Establecer si la concentración de conocimiento de asuntos labores en la 

capital del Putumayo afecta el derecho al acceso a la justicia en los demás 

municipios, de conformidad con los lineamientos trazados por la 

jurisprudencia constitucional. 

2. Analizar de la clase de procesos que se adelantan en los Juzgados Laboral 

del Circuito y de Pequeñas Causas Laboral de Mocoa, y que determinan la 

carga laboral en el periodo 2015-2019. 

3. Identificar si las condiciones particulares del distrito judicial de Mocoa en el 

periodo 2015-2019 garantizan de manera efectiva el ejercicio del derecho de 

acceso a la administración de justicia en materia laboral bajo el presupuesto 

de la existencia de un solo juzgado del circuito y uno de pequeñas causas 

en materia laboral. 
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DISEÑO METODOLÓGICO 
 

Este trabajo se compone de una investigación bibliográfica, análisis normativo, 

jurisprudencial y de datos estadísticos tomados de mediciones estandarizadas que 

efectúa la Rama Judicial a través del sistema de justicia SIERJU – Sistema 

Estadístico de Rama Judicial. 

 

La materialización de la información recopilada se presenta a lo largo del desarrollo 

de esta investigación, enmarcada en una perspectiva constitucional. Además, se 

abordan aspectos de derecho procesal y acceso a la justicia en su rol de instrumento 

para hacer efectivos los derechos, sin obviar la interpretación dogmática como un 

derecho arraigado en lo fundamental. 

La propuesta académica también requiere una presentación del contexto histórico 

del derecho de acceso a la administración de justicia y su relevancia en el sistema 

jurídico. La comprensión histórica del acceso a la administración de justicia como un 

derecho esencial permitirá discernir su papel en el conjunto de derechos de los 

usuarios de la administración, así como su impacto en el ámbito del derecho 

constitucional. Esto se enmarca en una investigación de naturaleza jurídica, ya que 

implica el análisis de normativas que configuran este derecho y su integración en el 

marco normativo, con el objetivo de identificar tanto el marco legal como su 

fundamento axiológico. 

Se fundamenta en un enfoque epistemológico e histórico-hermenéutico, ya que se 

abordará la situación que enfrenta el departamento de Mocoa en relación a la forma 

en que los usuarios de la administración de justicia laboral ejercen su derecho de 

acceso. A través de este enfoque, se construirá una comprensión profunda del 

carácter fundamental del derecho en análisis, mediante la exploración de situaciones 
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y contextos específicos que delinean la cotidianidad en la resolución de conflictos 

laborales en esta región. 

 

Este enfoque permitirá establecer un punto intermedio entre el proceso de 

conocimiento y la realidad que representa, en el contexto jurídico-constitucional del 

problema investigado. De esta manera, se buscará lograr una conciliación entre la 

perspectiva teórica y la situación concreta, brindando una visión más completa y 

contextualizada de la cuestión en estudio. 

Así pues, esta investigación se enfoca en el diseño y aplicación de la 

administración de justicia implementada por la Rama Judicial en el ámbito laboral 

para el Departamento del Putumayo, durante el período que abarca desde el año 

2015 hasta el 2019. Esta iniciativa surge a partir de la motivación y experiencia de las 

autoras de la tesis, quienes están cursando estudios de posgrado como aspirantes al 

título de Magister en Derecho Laboral y Seguridad Social en la Facultad de Derecho 

de la Universidad Libre. 

Se empleará un método de investigación analítica cuantitativa, dado que se 

estructura a partir de la recopilación y estudio de información disponible en las 

estadísticas de la Unidad de Análisis Estadístico de la Rama Judicial, así como en la 

Gobernación del Putumayo y en los Despachos Judiciales encargados de resolver los 

conflictos laborales en el departamento. Este análisis abarcará el periodo 

comprendido entre los años 2015 y 2019. 

Se recurrirá a diversas fuentes para la recopilación de información, entre las cuales 

se incluyen instrumentos como estadísticas, publicaciones de investigaciones 

vinculadas al tema, libros, artículos y, por supuesto, jurisprudencia y legislación 

relacionada con la materia. 
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CAPÍTULO 1 DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. 

 

Sobre el marco teórico con enfoque al derecho a la administración de justicia debe 

considerarse en primer lugar que, a partir de una perspectiva de rango constitucional, 

enraizada en la filosofía de los derechos fundamentales. Para lograrlo, resulta 

imperativo conceptualizar el alcance de la noción de derechos fundamentales y su 

implicación en el contexto de un Estado Social de Derecho, con el fin de enlazar la 

funcionalidad de la investigación con el caso colombiano. 

 

Para iniciar, es esencial resaltar algunas de las teorías más significativas. 

Apoyados en el texto de (Alexy, 1993), quien de manera sólida expone los conceptos 

elaborados a partir de lo que él denomina "teoría jurídica de los derechos 

fundamentales", exploraremos las diversas posturas existentes. Estas posturas, al 

ofrecer información esencial, contribuyen a la comprensión de los orígenes y la 

evolución de los derechos fundamentales. Dentro de este contexto, es necesario 

explorar las reseñas históricas, que brindan referencias cruciales sobre su camino 

hacia el reconocimiento, las filosóficas, que se ocupan de los razonamientos 

esenciales que han servido como fundamento, y las sociológicas, que se centran en 

la función que desempeñan dentro de la sociedad. 

 

En cualquier caso, el enfoque estará vinculado al positivismo jurídico con el 

propósito de dilucidar la relación entre la eficacia social y la dimensión concreta del 

derecho, que sin duda alguna emanan del postulado que establece el derecho de 

acceso a la administración de justicia. 
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Alexy constituye una referencia fundamental en este contexto, ya que es un autor 

alemán que se dedica al análisis de los derechos fundamentales. Desde su 

perspectiva como filósofo y estudioso del derecho, presenta conclusiones relevantes 

que han servido como base para las investigaciones realizadas en épocas 

posteriores. 

Los derechos fundamentales ostentan una relevancia significativa en el marco del 

sistema jurídico de un Estado Social de Derecho. El acceso a la administración de 

justicia, punto central en esta investigación, se inscribe en aquellos derechos que, 

debido a su naturaleza, ejercen una influencia importante en el funcionamiento 

político, social y jurídico de una nación. 

Por otro lado, es pertinente considerar a Ferrajoli, un autor que se autodefine como 

un iuspositivista crítico y un estudioso del garantismo jurídico. Ferrajoli ha elaborado 

varios escritos sobre la garantía de los derechos fundamentales (Ferrajoli, 2006). 

Según él, el concepto de derechos fundamentales se desarrolla a través de tres 

criterios que permiten identificar, desde una perspectiva axiológica, cualidades son los 

derechos de rango fundamental que merecen protección. Él los define como la paz, la 

igualdad y la salvaguardia del más vulnerable. 

Su obra adquiere una importancia notable en el de esta investigación, ya que, a 

través del enfoque pragmático propuesto, se puede llevar a cabo un análisis sobre la 

conceptualización del derecho de acceso a la administración de justicia en el contexto 

de los derechos fundamentales. 

El autor plantea que, en la época actual, los derechos fundamentales han sido 

desarrollados por el constitucionalismo, con un enfoque universalista que, en primera 

instancia, ha enfocado la atención en la libertad como una garantía del 

multiculturalismo. Esto, naturalmente, dirige la mirada hacia la diversidad de 
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poblaciones y sus características particulares. Un ejemplo de ello es el caso del 

Distrito Judicial de Mocoa, con respecto a las oportunidades disponibles para acceder 

a la justicia laboral y cómo se ha establecido la prestación de este servicio por parte 

del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

El autor sostiene que los derechos fundamentales son el resultado de revoluciones 

que han llevado a consagrar, a través de las constituciones, el reconocimiento de los 

derechos adquiridos. Estos derechos establecieron límites al poder y se configuraron 

en herramientas de defensa para los más vulnerables. Llega a estas conclusiones a 

través del análisis basado en fundamentos axiológicos e históricos de los derechos 

fundamentales. 

En su obra (Diez, 2013), el autor señala que los reconocimientos de derechos a lo 

largo de la historia están estrechamente vinculados a los acontecimientos que han 

moldeado la evolución del constitucionalismo. Incluso se mencionan hechos de gran 

importancia como la declaración de derechos conocidos como el "Bill of Rights" que 

data de 1689. Concluye que estos documentos representan no más que el resultado 

de las profundas revoluciones que desafiaron al absolutismo en sus diversas 

manifestaciones. 

Además, se señala que estas declaraciones han tenido el propósito de salvar a los 

ciudadanos y establecer restricciones a los poderes públicos. Estos aspectos 

adquieren una relevancia destacada en el constitucionalismo actual, en cual la plena 

manifestación de protección se materializa cuando el legislador se involucra y se 

promulgan normativas que buscan alcanzar el garantismo a través del 

proteccionismo. 
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Ahora bien, en lo que respeta al derecho de acceso a la justicia y su definición en 

el contexto de los derechos humanos,  (Pasará, 2008)  subrayar que el concepto que 

emerge en el marco de la Declaración Universal de los Derechos Humanos se refiere 

a la facultad reconocida para que toda persona pueda recurrir ante un juez imparcial, 

con el fin de buscar el reconocimiento de sus derechos según criterios legales 

predefinidos y respetando otros principios, como el plazo razonable y la publicidad del 

procedimiento. 

 

En el desarrollo de este criterio, el autor hace una referencia específica a lo que él 

denomina "derecho de comparecencia". Según él, este derecho no es más que la 

garantía que permite a un ciudadano presentar cualquier controversia ante la 

autoridad judicial. Esto, por supuesto, conlleva la responsabilidad del Estado de 

establecer mecanismos que posibiliten este acercamiento al juez para satisfacer esta 

exigencia. Además, el autor sostiene que la comparecencia debe asegurarse bajo un 

principio de igualdad. 

Sin embargo, también resalta que, en América Latina, este asunto representa un 

problema de proporciones considerables, influido por problemas sociales 

significativos, como la pobreza, que se percibe desde diversas perspectivas, ya sea 

económica, social e incluso legal. 

 

En el análisis jurídico específico acerca de la administración de justicia como 

derecho fundamental , (Cortes, 2015) realizó un enfoque que examina la garantía de 

este derecho en relación con las condiciones administrativas. Estas condiciones 

comprenden aspectos como la infraestructura, el recurso humano, el presupuesto y 

las facilidades de acceso para la población colombiana ubicada en zonas geográficas 
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con ciertas dificultades de desplazamiento. En muchas ocasiones, estas condiciones 

representan obstáculos para materializar el ejercicio del derecho, que es realizado por 

su inclusión en el catálogo de derechos fundamentales. 

 

Es esencial tener en cuenta que el incremento tanto del comercio formal como del 

informal en el departamento del Putumayo, junto con el desarrollo del sector de 

hidrocarburos y sus ramificaciones en bienes y servicios, ha generado un aumento en 

la cantidad de conflictos laborales. Sin embargo, estos conflictos no llegan con 

frecuencia a los tribunales judiciales debido a la falta de un Juzgado laboral en un 

municipio cercano al lugar de residencia de los trabajadores afectados por sus 

patrones o patrones. Esto se debe a una serie de factores, entre los cuales se pueden 

mencionar los siguientes: 

1. Nivel socio cultural de los trabajadores del departamento. 

2. La distancia entre el domicilio de los trabajadores y el juzgado más cercano, 

puede superar las 12 horas de viaje. 

3. Las vías del departamento no son pavimentadas, ni les realizan un 

mantenimiento periódico de las mismas. 

4. La extensión del departamento supera los 25.000 km2. 

 

Estas son algunas de las causas que se pueden identificar de manera somera e 

informal, y que resultan determinantes para analizar la necesidad de establecer un 

juzgado laboral en uno de los municipios fronterizos. De esta manera, se busca 

asegurar un acceso a la justicia laboral más equitativo y efectivo. 
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En la actualidad, la informalidad laboral en el departamento de Putumayo supera el 

30% en algunos de sus municipios. Además, los organismos encargados de la 

inspección, vigilancia y control son casos en comparación con la población 

laboralmente activa. Estas razones resaltan la importancia de identificar la viabilidad 

de que los trabajadores accedan a la justicia laboral en el departamento, 

considerando especialmente que la administración judicial ha establecido únicamente 

un Juzgado Laboral del Circuito y uno de Pequeñas Causas. 

La creciente tendencia hacia la informalidad laboral agrava la problemática, ya que 

a este grupo de trabajadores no se les garantizan los derechos mínimos. En algunos 

casos, se presenta incluso explotación, lo que subraya la realidad de una población 

que carece de los recursos necesarios, tanto en términos de tiempo como de dinero, 

para viajar largas distancias con el fin de acceder a la justicia laboral en la capital del 

departamento. 

(Maestre, 2019) en su artículo de investigación, el autor señala que las deficiencias 

que surgen debido a las dificultades que algunas personas enfrentan al utilizar 

herramientas judiciales, a causa de sus condiciones socioeconómicas precarias, 

disminuirán si la administración de justicia adoptara un enfoque de proximidad en sus 

sedes judiciales Con esta aproximación, podría implementarse una estrategia que 

establezca espacios dedicados a la resolución de conflictos. Estos espacios, además, 

podrían utilizarse para proporcionar orientación a los usuarios, brindándoles una guía 

que les facilite el acceso a alternativas de servicios judiciales, así como a diversas 

formas y mecanismos. Mediante esta propuesta, que el autor denomina "ventanas de 

oferta". 
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Investigadores argentinos, en relación con el derecho de acceso a la 

administración de justicia en América Latina (Del Carril, González, & González, 2005), 

han enfocado la atención en el concepto de acceso a la justicia, el cual abarca el 

ejercicio de derechos humanos y se posiciona como una necesidad pública 

imperante. Esto demanda que el Estado implemente políticas que aseguren el disfrute 

efectivo de este derecho. 

 

Se ha reconocido que el acceso a la justicia en América Latina enfrenta diversos 

obstáculos, entre los cuales se destaca el contexto socioeconómico. Esto involucra 

variables sociales y económicas que surgirán la oportunidad de acceso a la justicia, 

abarcando problemáticas originadas por la falta de conocimiento sobre derechos y, 

por supuesto, de las herramientas que permitirían a las personas demandar sus 

derechos ante el sistema judicial. Además, se observa una carencia de difusión de 

información relacionada con los mecanismos demostrados para resolver 

controversias, diferentes de los procedimientos ordinarios establecidos en la ley 

procesal que se aplica al tema en cuestión. Se considera que los mecanismos como 

la conciliación y el arbitraje son poco conocidos para los usuarios del sistema de 

administración de justicia. 

Específicamente para el caso colombiano, (Toscano, 2015) abordó en su artículo 

de investigación el asunto de las cargas procesales económicas que recaen sobre los 

sujetos procesales. Estas cargas incluyen conceptos como aranceles, impuestos y 

honorarios, además de los gastos relacionados con el desarrollo del legal, como 

procesos viáticos y papelería. En algunos casos, esta acumulación de gastos puede 

convertirse en una barrera para acceder a la administración de justicia, especialmente 
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cuando se considera la presencia de una población con recursos económicos 

limitados. 

 

En a la conciliación en el contexto de las disputas laborales relación, es importante 

destacar que, aunque inicialmente se había establecido la conciliación perjudicial 

como un requisito previo al proceso legal, esto quedó reflejado en los artículos 68, 82, 

85 y 87 de la Ley 446 de 1998. Sin embargo, a través de la Sentencia C-160 de 1999, 

la Corte Constitucional dictó la invalidez de estas disposiciones al considerar que 

infringían el núcleo esencial del derecho de acceso a la administración de justicia. 

Además, se tomó en cuenta la carencia de herramientas adecuadas en la 

infraestructura de la justicia colombiana para llevar a cabo esta modalidad de 

conciliación de manera efectiva. Por último, se argumentó que hacer obligatoria esta 

exigencia podría representar una limitación injusta para los ciudadanos. 

No obstante, lo mencionado anteriormente, es relevante abordar el mismo tema a 

la luz de la Sentencia SL4066 de 2021. En este fallo, la Corte Suprema de Justicia, a 

través de su Sala de Casación Laboral, llevó a cabo un análisis exhaustivo sobre la 

naturaleza de la conciliación en el ámbito laboral, con un enfoque particular en la 

modalidad perjudicial. El problema jurídico central de dicha decisión se centró en la 

determinación de si los jueces mantienen la competencia funcional para llevar a cabo 

conciliaciones perjudiciales, dado que el artículo 20 del Código Procesal del Trabajo y 

Seguridad Social, que había sido derogado por el artículo 53 de la Ley 712 de 2001, 

era la disposición que confería autoridad al juez laboral para involucrarse en dichas 

conciliaciones. 

La Corte Suprema de Justicia prolongará que los jueces laborales son 

responsables de abordar los asuntos relacionados con los conflictos laborales. A 
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pesar de que el marco normativo había autorizado a otras autoridades distintas a las 

judiciales a tratar este tipo de conciliaciones, se excederá esta competencia de los 

jueces laborales. Sin embargo, este cambio de enfoque tuvo como objetivo principal 

aliviar la congestión que se presentó en la jurisdicción laboral, mediante el refuerzo de 

los métodos alternativos de resolución de conflictos. 

Además, la Corte enfatiza que el Juez laboral retiene la facultad y la competencia 

para llevar a cabo conciliaciones extrajudiciales, con la condición de que los temas se 

encuentran dentro de su ámbito de competencia, tal como lo establece el artículo 2 

del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social. Esto se aplica específicamente 

a los conflictos directos o indirectos vinculados con el contrato de trabajo, las 

acciones relacionadas con el fuero sindical, así como los casos relativos a la 

suspensión, disolución, liquidación y cancelación del registro sindical. Además, se 

refiere a los conflictos surgidos por la prestación de servicios de seguridad social 

entre afiliados, beneficiarios, usuarios, empleados y las entidades administradoras o 

proveedoras. Asimismo, el Juez laboral tiene competencia en la ejecución de 

obligaciones derivadas de la relación laboral y del sistema integral de seguridad 

social, siempre y cuando no sean de la jurisdicción de otra autoridad. También abarca 

disputas por el reconocimiento y pago de honorarios por servicios personales de 

carácter privado, entre otros casos. 

En estas circunstancias, la autoridad judicial laboral conservaría su competencia 

para abordar las conciliaciones voluntarias que están relacionadas con asuntos 

dentro de su ámbito de competencia, sin necesidad de la presentación previa de una 

demanda. Según la apreciación de la máxima entidad judicial, esto implicaría imponer 

una carga económica injustificada al usuario del sistema de justicia, a la vez que 

limitaría la opción de recurrir al Juez. Dado que el Juez, por su naturaleza, ejerce una 
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función que otorga mayor confianza, sería el agente más adecuado para facilitar la 

conciliación en este tipo de disputas. 

La Corte también sostiene que no es lógico que el Juez laboral posea la capacidad 

de entender asuntos mediante las facultades otorgadas por la jurisdicción, pero 

carezca de esa autoridad para manejar conciliaciones voluntarias o extrajudiciales en 

esta área. Este argumento cobra aún más fuerza considerando que, según lo 

establecido en el artículo 19 de la normativa procesal anteriormente mencionada, la 

conciliación puede intentarse en cualquier momento, ya sea antes o después de la 

presentación de la demanda. 

La conciliación extrajudicial se ha establecido como un valioso mecanismo 

alternativo de resolución de conflictos en el ámbito laboral en Colombia. Este 

enfoque, basado en la cooperación y el diálogo entre las partes involucradas, busca 

evitar los procesos judiciales tradicionales al fomentar la búsqueda conjunta de 

soluciones consensuadas. A través de este proceso, las partes pueden abordar de 

manera eficiente y ágil las diferencias que surgen en el contexto laboral, 

contribuyendo así a la descongestión de los tribunales y promoviendo un ambiente de 

armonía y entendimiento en las relaciones laborales. La conciliación extrajudicial 

ofrece a los trabajadores y empleadores una vía efectiva para resolver sus 

controversias, respaldada por la orientación de conciliadores imparciales y calificados 

(pueden ser el juez, el inspector del trabajo o una persona designada por el centro de 

conciliación), y otorgando a los acuerdos resultantes un estatus de cosa juzgada que 

garantiza su cumplimiento y ejecución. En este contexto, la conciliación extrajudicial 

emerge como una herramienta esencial para promover una cultura de resolución 

pacífica de conflictos y fortalecer el acceso a la justicia en Colombia.  
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Esta interpretación jurisprudencial amplía la posibilidad de que los jueces 

especializados en asuntos laborales también puedan llevar a cabo las conciliaciones 

que las partes en disputa busquen en esto. En consecuencia, la falta de jueces 

capacitados para desempeñar esta función se vuelve aún más problemática en 

relación con el pleno ejercicio del derecho de acceso a la administración de justicia. 

En este sentido, los autores (Sánchez, Ocampo, & González , 2020) llevaron a 

cabo un minucioso análisis de la jurisprudencia emanada de la Corte Constitucional 

en relación al derecho de acceso a la administración de justicia. Se destacó que, 

anterior a la Constitución de 1991, aunque se optimizó que el Estado tenía la 

responsabilidad de garantizar la prestación del servicio judicial, fue solo con dicha 

Carta Magna que se incorporó el derecho de acceso a la administración de justicia. A 

través del desarrollo jurisprudencial, en 1996 se estableció una estrecha relación con 

el derecho al debido proceso. Esta conjunción llevó a la conclusión de que el acceso 

a la administración de justicia conforme el núcleo fundamental de este último derecho 

y, por ende, debe ser concebido como un derecho fundamental, de aplicación 

inmediata y estrechamente vinculados a otros derechos fundamentales como la 

igualdad y la libertad. No obstante, también se subrayó que ejercer este derecho 

implica asegurar el marco jurídico de aplicación delineado en lo que la jurisprudencia 

se denomina "derecho de acción". Esta noción se traduce en la posibilidad real y 

efectiva de presentarse ante un juez imparcial y, en consecuencia, en el derecho a 

una resolución sustantiva del litigio en cuestión. 

Por otra parte, la relevancia de materializar el derecho de acceso a la 

administración de justicia fue abordada desde la perspectiva de la teoría de la acción 

procesal por (Toscano López, 2013). En su enfoque, el autor sostuvo que únicamente 

bajo esta concepción se abre la vía hacia la genuina posibilidad de que cualquier 
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individuo en virtud de sus derechos pueda acceder a un proceso, con el propósito de 

buscar una resolución al conflicto mediante la utilización de los instrumentos que el 

legislador ha diseñado para resolver las controversias. 

 

Destaca que resulta en vano que las leyes otorguen el reconocimiento de los 

derechos y tracen las herramientas jurídicas esenciales para lograr la protección 

necesaria, si se erigen obstáculos que obstaculizan el acceso del sujeto a la 

administración de justicia. Además, resalta que esta circunstancia equivale a una 

violación del debido proceso. 

 

De igual manera,  (Ardito Vega, 2010)  realiza un análisis exhaustivo en su tesis 

doctoral acerca de las barreras que pueden surgir como limitaciones en el ejercicio 

del derecho de acceso a la administración de justicia, enfocándose en la perspectiva 

de la población rural. Este trabajo de investigación guarda una estrecha relación con 

la temática que se aborda aquí. Aunque fue llevado a cabo en una universidad con 

sede en Perú, su enfoque abarca el análisis del derecho a la administración de 

justicia. El autor sostiene que el ejercicio de este derecho demanda la confluencia 

adecuada de aspectos lingüísticos, geográficos, económicos y culturales, de modo 

que la administración de justicia esté completamente capacitada para brindar 

respuestas a toda la población, sin hacer distinciones por condiciones especiales. 

El estudio dedica un capítulo a reflexiones de derecho comparado y, con referencia 

específica al caso colombiano, señala la existencia de una jurisdicción especial 

encargada de los asuntos de administración de justicia en la población indígena. Esta 

consideración garantiza que dicha comunidad tenga acceso efectivo a los servicios 

judiciales. Sin embargo, el valor sustancial de esta investigación radica en la 



22 
 

identificación de factores que podrían constituir barreras para el ejercicio del derecho 

de acceso a la administración de justicia. 

En relación con esto, (Bonett Ortiz, 2018) sostiene que las normas que regulan el 

procedimiento laboral deben tener como objetivo fundamental la materialización 

efectiva del derecho sustancial al trabajo ya la seguridad social. En su análisis, 

plantea la necesidad imperante de descubrir soluciones que logren un equilibrio entre 

la filosofía subyacente en el derecho de acceso a la administración de justicia y la 

experiencia tangible del pleno goce de este derecho por parte de la población. Esta 

población, además de enfrentar dificultades inherentes a sus circunstancias 

personales, debe lidiar con procesos judiciales que, en su percepción, adquieren un 

ritmo insuficientemente ágil, lo cual obstaculiza la consecución de una tutela 

jurisdiccional efectiva en el contexto laboral. 

 

Es esencial tomar en consideración las argumentaciones expuestas por el Consejo 

Superior de la Judicatura en el acuerdo PSAA 15-10402, fechado el 29 de octubre de 

2015. A través de este acuerdo, se producirá de manera permanente algunos 

despachos judiciales en distintas zonas del territorio nacionales. En el contexto 

particular del departamento del Putumayo, se instituyó un Juzgado Laboral de 

Pequeñas Causas en el distrito judicial de Mocoa. Esta creación tuvo como finalidad 

atender aquellos asuntos que así lo requirieran en todo el departamento. 

El Consejo Superior de la Judicatura resaltó que estas decisiones administrativas 

surgieron como resultado de un enfoque planificado y la implementación de 

estrategias dirigidas a optimizar la oferta de servicios de administración de justicia. En 

el caso específico que nos ocupa, se llevó a cabo procesos de socialización desde el 
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año 2014, enfocándose en el análisis detallado de las necesidades de cada región de 

manera exhaustiva. 

 

(Pareja Galvan, 2000) presenta un documento que analiza los factores 

relacionados con la pobreza y su impacto en el acceso a la administración de justicia. 

El autor sostiene que las dificultades originadas por la falta de capacidad económica y 

recursos por parte de la población, que se ve obligada a enfrentar conflictos que 

podrían resolverse en la jurisdicción, representan una seria limitación para ejercer un 

derecho fundamental. Esto se debe a que se niega a las personas la posibilidad de 

contar con los medios necesarios para acudir ante los jueces de la República. En 

consecuencia, esta investigación aborda aspectos que coinciden significativamente 

con la propuesta académica que se está elaborando. Es evidente que ambos 

enfoques comparten elementos relevantes. 

 

(Alvarado, 2010) plantea que el derecho de acceso a la administración de justicia 

debe ser desarrollado siguiendo criterios que se fundamentan en los principios 

constitucionales. Estos criterios deben estar constantemente presentes para guiar las 

políticas públicas que el Gobierno adopte en esta materia. 

 

Las políticas públicas que un Estado adopte con el fin de garantizar el derecho de 

acceso a la justicia deben estar en consonancia con las necesidades de la población. 

Esto requiere un diagnóstico coherente y responsable que se enfrente a la realidad 

social. De esta manera, se logrará un equilibrio entre los componentes de 

accesibilidad y adaptabilidad. 
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No resulta suficiente simplemente diseñar políticas públicas que respondan a los 

mandatos constitucionales, si dichas políticas se crean sin tener en cuenta las 

necesidades reales de la población y se vuelven utópicas. Estas necesidades pueden 

variar debido a las condiciones propias de diferentes regiones. En el ámbito de la 

administración de justicia, no basta con necesitar únicamente en políticas de 

descongestión. Los esfuerzos de la rama judicial deben aspirar a lograr un alto nivel 

de satisfacción para aquellos que buscan ser escuchados por la administración de 

justicia. La facilidad y simplicidad para acceder y ser escuchado en este entorno son 

un reflejo concreto del derecho reconocido constitucionalmente. Por tanto, la 

capacidad de una persona para hacerse oír en este contexto revela la materialización 

práctica del derecho consagrado en la Constitución. 

(Mendez, 2000)  realiza una reseña detallada acerca de los principios 

fundamentales que guían la prestación del servicio público de administración de 

justicia y su estrecha relación con el sistema operativo de la misma. Además, aborda 

diversos factores que pueden potenciar o debilitar la efectividad del derecho de 

acceso a la justicia, los cuales pueden brindar un respaldo sólido para superar las 

barreras que restringen el ejercicio pleno de este derecho. 

En primer lugar, se hace mención a la característica de la continuidad, la cual 

implica una prestación ininterrumpida del servicio. Esta continuidad puede lograrse a 

través de la implementación de políticas institucionales que consideren las realidades 

económicas y sociales. 

En segundo lugar, se presenta la adaptación como otra característica relevante. Se 

refiere a las condiciones necesarias que deben imperar en la prestación del servicio 

para garantizar tanto la continuidad como la adaptación a las circunstancias 

cambiantes. Superar las dificultades que pueden impedir la adaptación es esencial, y 
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en caso de detectarse problemas en este sentido, corresponde al Estado propiciar 

cambios efectivos que brindan soluciones. 

En tercer lugar, se aborda el principio de igualdad. Se destaca que este principio es 

fundamental al abordar el estudio de los derechos fundamentales y los derechos 

humanos. Dado que la administración de justicia es un servicio público, todas las 

personas deben tener la posibilidad real de acceder y operar el aparato de justicia en 

igualdad de condiciones. 

En cuarto lugar, se menciona el principio de celeridad, el cual se relaciona con los 

problemas y barreras más significativas en el acceso a la administración de justicia. El 

autor sostiene que la falta de eficiencia y el desinterés por parte del Estado en 

detectar problemas que generan retrasos en la resolución de conflictos presentados 

ante la jurisdicción constituyendo un obstáculo que a menudo socava el derecho en 

cuestión. 

En quinto y último lugar, se trata el tema de la gratuidad en el servicio público de 

administración de justicia. Según el autor, esta característica implica que los usuarios 

tendrán la posibilidad de acceder al servicio sin incurrir en costos. Se enfatiza que no 

se debe exigir al usuario asumir ningún tipo de gasto en este proceso. 

 

En estos términos, el autor plantea que la observancia de estas características 

representa un enfoque para lograr un verdadero acceso a la administración de justicia 

con énfasis en la eficacia. 

(Terriquez, 2017) aborda el tema desde su perspectiva sobre la situación en 

México. El contenido presentado en el documento se alinea de manera coherente con 

las circunstancias particulares que exploraremos en nuestro trabajo de investigación. 
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Una de las dificultades que señala el autor se relaciona con la distancia entre el 

domicilio o lugar de residencia de quienes buscan acceder a la administración de 

justicia y las sedes judiciales. Según el autor, esta dificultad impacta negativamente 

en la eficiencia de la función jurisdiccional y constituye una vulneración de los 

principios constitucionales de igualdad ante la ley en lo que respeta al acceso al 

servicio. Esto se manifiesta a través de barreras como la extensión del trayecto, los 

costos económicos, el tiempo y el esfuerzo físico que deben invertir para poder llegar 

a las oficinas judiciales. 

El autor considera que someter a los ciudadanos a estas condiciones conlleva a la 

concreción del fenómeno de la denegación de justicia debido a la omisión por parte 

del Estado y “por esta misma circunstancia viven un trato social y jurídico de 

desigualdad, impunidad, desaliento y falta de confiabilidad en la función judicial, lo 

que es propicio para que en ocasiones y de diferentes maneras el individuo se haga 

justicia por su propia mano”. 

 

El autor concluye que es imperativo establecer una mayor cercanía entre las sedes 

judiciales y la población. La ubicación de los despachos debe asegurarse un acceso 

sencillo, rápido y gratuito a la administración de justicia. 

(Wilenmann, 2011) resalta la trascendencia de la noción "administración de 

justicia", considerándola un bien jurídico en el cual convergen tanto la función del 

derecho como la función judicial. A través de un análisis en su reseña, explora el 

vínculo histórico que existe entre la función legislativa y la aplicación práctica de las 

leyes en el contexto de la administración de justicia. Además, aborda la perspectiva 

sociológica de la administración de justicia, enfatizando que esto no solo se limita a 

ser un aspecto jurídico, sino que también actúa como herramienta para mitigar los 
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conflictos sociales. En consecuencia, enfatiza la importancia de establecer una 

expectativa concreta y tangible de acceso al sistema jurídico dispuesto para la 

prestación del servicio público de administración de justicia. 

 

(Ordóñez, 2003) abordó también el tema de la administración de justicia y la 

eficacia social de los derechos humanos. Lo hizo con la premisa de que este tema es 

una ventana por la cual se puede evaluar la vigencia de los derechos fundamentales 

en las sociedades contemporáneas.  

El autor señala que en los últimos años se han venido dando circunstancias 

favorables en relación con la administración de justicia en América Latina. Esto se 

debe a la conexión cada vez más estrecha entre este derecho y el reconocimiento de 

los derechos fundamentales y humanos. Como resultado, el sistema de 

administración de justicia se ha visto en la necesidad de adoptar políticas 

encaminadas a garantizar la protección efectiva de estos derechos. 

(Bernate, 2005) llevó a cabo un análisis del derecho de acceso a la justicia desde 

la perspectiva de un derecho fundamental. Lo hizo en base a la premisa establecida 

en la Constitución Política, que garantiza a toda persona la posibilidad de recurrir a la 

administración de justicia para impulsar las acciones que la ley establece en defensa 

de sus derechos. Por consiguiente, el ejercicio del derecho de acceso a la 

administración de justicia se convierte en un derecho fundamental en sí mismo, ya 

que los ciudadanos buscan a través de este obtener soluciones rápidas y eficaces 

para los conflictos que requieren la intervención judicial. 

Aunque este autor ofrece reflexiones interesantes sobre el derecho de acceso a la 

administración de justicia, su enfoque se centra en el aumento de la acción de tutela 
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en distintas jurisdicciones y los problemas surgidos por la congestión judicial, que 

afecta de manera adversa la eficacia en la prestación del servicio. 

En esta oportunidad este docente de la facultad de derecho de la universidad 

Santo Tomás (Arias, 2007), señala que la administración de justicia se encuentra 

inmersa en la armonización de otros conceptos como Estado, Estado social derecho y 

Estado democrático.  Además de considerarla como un derecho, el autor señala que 

la percepción de su eficacia y funcionamiento difiere significativamente del ideal que 

constató el constituyente en 1991. 

El autor sostiene que uno de los principios fundamentales en la Constitución es el 

de la paz y el orden social justo. En este sentido, una administración de justicia que 

esté en consonancia con la realización de estos principios debe enfocarse en lograr la 

rápida resolución de los conflictos y, en consecuencia, brindar un acceso a la justicia 

que esté al alcance de todos los ciudadanos. 

Realiza una crítica profunda al modo en que la administración de justicia 

desempeña su labor, ya que sostiene que no se ha logrado materializar los derechos 

que buscan reconocimiento mediante procedimientos distintos. Además, plantea que 

la justicia no puede ser contemplada en el mismo contexto que la actividad procesal, 

debido a que el concepto de justicia está intrínsecamente ligado a la dignidad 

humana. Esta última es un derecho que el máximo nivel de los derechos 

universalmente reconocidos. 

No se trata simplemente de contar con una administración de justicia formal, sino 

de descubrir en ella auténtico el reconocimiento de la dignidad humana, manifestado 

a través de las diversas actuaciones que tienen lugar ante dicho sistema de justicia. 
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Mediante estas líneas, el autor (Herrán, 2013)  realizó un análisis de los principios 

rectores de la administración de justicia, y resaltó que, tal como lo enfatiza el 

constituyente, el principio de justicia se refiere a un valor supremo establecido en la 

Constitución, que actúa como brújula para las acciones emprendidas por el Estado. 

Por otra parte, subrayó que, de acuerdo con lo establecido por el legislador en la 

Ley Estatutaria de Administración de Justicia, los propósitos fundamentales que guían 

la administración de justicia son la promoción de la convivencia social y el 

mantenimiento de la concordia nacional. Se hace un llamado a una justicia consciente 

en la cual tanto el ciudadano como el Estado interactúan como garantes en la 

búsqueda del respeto de los derechos, el reconocimiento de obligaciones y la 

salvaguardia de garantías y libertades. 

También resalta que el acceso a la justicia ha sido reconocido como un derecho y 

no como un principio. Esta obtuvo fue respaldada por el constituyente y 

posteriormente ratificada por el legislador. En última instancia, se trata de una 

garantía en manos del Estado, que busca a través de ella consagrar el acceso a la 

administración de justicia en conformidad con las políticas establecidas tanto en el 

ámbito procedimental como en el sustantivo. 

Hizo referencia a la jurisprudencia constitucional, acotando que en ella se ha 

establecido una distinción entre el principio de acceso a la administración de justicia y 

el acceso efectivo a la justicia. Explicó que el primero de estos recae sobre el Estado, 

mientras que el segundo concierne al funcionario encargado de aplicar las normas 

sustanciales y procesales. Además, excepcionalmente que este hecho permite el 

desarrollo de otros derechos también de carácter fundamental, como el derecho de 

defensa, la gratuidad, la eficiencia y, por supuesto, la observancia de principios como 

la celeridad y la autonomía de las decisiones judiciales, entre otros . 
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A través de este documento (Labajos, 2009) se lleva a cabo un análisis exhaustivo 

de la figura de la justicia itinerante, mediante la participación tanto de funcionarios de 

la justicia formal como de la alternativa, en áreas limitadas con cobertura de servicios 

judiciales. Se sostiene que esta figura puede brindar una solución viable para mejorar 

el acceso a la justicia en estos lugares 

Se destaca que este modelo de intervención judicial ya ha sido implementado en 

Brasil y Perú, ofreciendo la posibilidad de establecer un vínculo directo y cercano con 

las comunidades. De esta manera, se busca garantizar el acceso a la administración 

de justicia en zonas remotas o con dificultades derivadas de costos de 

desplazamiento y distancias geográficas. 

Mediante estos mecanismos, es posible llevar a cabo los despachos judiciales de 

manera ágil a aquellos lugares donde los usuarios enfrentan obstáculos para acceder. 

De esta manera, el Estado puede estar presente y brindar la oportunidad de ejercer 

efectivamente el derecho de acceso a la administración de justicia.  

Entre las ventajas que se han identificado en este tipo de modelos de despachos 

judiciales se destaca la estrecha conexión que se logra con la comunidad, lo cual 

permite observar de manera tangible cómo los ciudadanos resuelven sus disputas. 

Además, se puede constatar la manera en que la administración municipal participa 

en campañas de sensibilización o educación para prevenir la aplicación de justicia por 

mano propia. 

Específicamente en el contexto colombiano, se señala que aunque el diseño de 

justicia establecido por el constituyente de 1991 no menciona expresamente la justicia 

itinerante, la Ley Estatutaria de Administración de Justicia permite a la Rama Judicial 

desarrollar planes y medidas de descongestión en coordinación con la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. Aunque el modelo de 
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descongestión implementado hasta ahora a través del Plan Nacional de Desarrollo de 

la Rama Judicial podría no cumplir completamente con los objetivos de la justicia 

itinerante, se resalta que en entrevistas con funcionarios de la administración de 

justicia colombiana se ha considerado la posibilidad de involucrar a los jueces 

municipales en esta labor, llevando la justicia a todas las regiones de Colombia. 

 

Ahora, desde el punto de vista conceptual, se comprende al Derecho de acceso a 

la administración de justicia como la oportunidad o facultad real que tienen los 

residentes colombianos para acudir ante las autoridades que representan la 

administración de justicia, para invocar protección o restablecimiento de sus 

derechos, mediante procedimientos que gocen de garantías sustanciales y 

procedimentales previstas en la ley.  

 

Derechos Fundamentales: Para el jurista italiano Luigi Ferrajoli el concepto de 

derechos fundamentales se puede desarrollar bajo dos escenarios, el del 

iuspositivismo, según el cual son derechos fundamentales aquellos que se encuentra 

en el ordenamiento jurídico, es decir tiene su estatus por reconocimiento del 

legislador, tal es el caso del derecho a la libertad, el derecho a la educación  y a la 

seguridad social, entre otros y de otra parte en el contexto del iusnaturalismo que 

hace referencia a la naturaleza axiológica de los mismos, esto es el derecho a la vida 

y a la vida digna entre otros (Aguirre, 2012). 

 

Para el caso colombiano, la Corte Constitucional ha definido que los derechos 

fundamentales son todos los consagrados en la constitución, debido al fuerte vínculo 

que tienen con el principio de dignidad humana, que a la vez constituye uno de los 
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fines esenciales del estado social de derecho (Sentencia de Constitucionalidad , 

2018). 

 

Derechos Humanos: En términos de la Corte Constitucional: “Los derechos 

humanos forman una unidad, pues son interdependientes, integrales y universales, de 

suerte que no es admisible que se desconozcan unos derechos so pretexto de 

salvaguardar otros.” (Sentencia de Constitucionalidad, 1997). 

 

De otra parte la Oficina de Naciones Unidas ha considerado que los derechos 

humanos son “…los derechos que tenemos básicamente por existir como seres 

humanos; no están garantizados por ningún estado. Estos derechos universales 

son inherentes a todos nosotros, con independencia de la nacionalidad, género, 

origen étnico o nacional, color, religión, idioma o cualquier otra condición. Varían 

desde los más fundamentales —el derecho a la vida— hasta los que dan valor a 

nuestra vida, como los derechos a la alimentación, a la educación, al trabajo, a la 

salud y a la libertad.” (Naciones Unidas, 2021) 

 

Jurisdicción Así se denomina a la potestad que se deriva de la soberanía del 

Estado y que permite a ciertos funcionarios, en forma autónoma e independiente 

ejercer la función de administrar justicia.  De acuerdo a la forma de organización que 

determinó el constituyente, la jurisdicción en Colombia se ejerce  través de la 

ordinaria, la contenciosa administrativa y la constitucional, como también las 

especiales y la penal militar. 
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Jurisdicción laboral: es la competencia que se asigna a algunos funcionarios 

para que con ayuda de las normas sustanciales y procesales que han sido creadas 

por el legislador en la materia, se brinde solución de los conflictos que surgen en el 

campo del derecho privado, por circunstancias suscitadas en desarrollo de una 

relación laboral. 

 

Rama Judicial: Es el órgano del Estado que tiene a su cargo la importante función 

de servir de instrumento para lograr la efectividad de los derechos consagrados en las 

normas sustanciales y procesales.  Ejerce una función pública a las voces del artículo 

228 de la Carta Política.  Su funcionamiento se ejecuta con autonomía e 

independencia de las demás Ramas del Poder Público. 

 

El marco constitucional encuentra amplio desarrollo en los artículos 1º, 2º 13, 29, 

228, 229, que refieren: 

  

“ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 

República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 

democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, 

en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del 

interés general.” 

“ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover 

la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 

deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 

decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural 
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de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y 

asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 

personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 

derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 

Estado y de los particulares.” 

“ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 

misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 

libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 

origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.” 

 

“ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 

imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las 

formas propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 

aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.” 

“ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones 

son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las 

excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los 

términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será 

sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo.” 
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“ARTICULO 229. Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la 

administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 

representación de abogado”. 

 
En el marco legal deben incorporarse las normas de derecho laboral, que 

desarrollan los principios sobre los cuales se estructura la prestación del servicio de 

administración de justicia en el territorio colombiano, para el efecto se citan las 

siguientes: 

 

Código Sustantivo del Trabajo artículos 1º, 2º, 3º, 9º, 13, 16. 

“ARTICULO 1o. OBJETO. La finalidad primordial de este Código es la de lograr la 

justicia en las relaciones que surgen entre {empleadores} y trabajadores, dentro de un 

espíritu de coordinación económica y equilibrio social.” 

“ARTICULO 2o. APLICACIÓN TERRITORIAL. El presente Código rige en todo el 

territorio de la República para todos sus habitantes, sin consideración a su 

nacionalidad.” 

 

“ARTICULO 3o. RELACIONES QUE REGULA. El presente Código regula las 

relaciones de derecho individual del Trabajo de carácter particular, y las de derecho 

colectivo del Trabajo, oficiales y particulares.” 

“ARTICULO 9o. PROTECCIÓN AL TRABAJO. El trabajo goza de la protección del 

Estado, en la forma prevista en la Constitución Nacional y las leyes. Los funcionarios 

públicos están obligados a prestar a los trabajadores una debida y oportuna 

protección para la garantía y eficacia de sus derechos, de acuerdo con sus 

atribuciones.” 
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“ARTICULO 13. MÍNIMO DE DERECHOS Y GARANTÍAS. Las disposiciones de 

este Código contienen el mínimo de derechos y garantías consagradas en favor de 

los trabajadores. No produce efecto alguno cualquiera estipulación que afecte o 

desconozca este mínimo.” 

“ARTICULO 16. EFECTO. 1. Las normas sobre trabajo, por ser de orden público, 

producen efecto general inmediato, por lo cual se aplican también a los contratos de 

trabajo que estén vigentes o en curso en el momento en que dichas normas 

empiecen a regir, pero no tienen efecto retroactivo, esto es, no afectan situaciones 

definidas o consumadas conforme a leyes anteriores.” 

 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social artículos 1º, 2º, 3º, 4º y 

5º  

“ARTICULO 1o. APLICACIÓN DE ESTE CÓDIGO. <Artículo modificado por el 

artículo 1 de la Ley 712 de 2001. El nuevo texto es el siguiente:> Los asuntos de que 

conoce la Jurisdicción Ordinaria en sus especialidades laboral y de seguridad social 

se tramitarán de conformidad con el presente Código. 

 

“ARTICULO 2o. COMPETENCIA GENERAL. <Artículo modificado por el 

artículo 2 de la Ley 712 de 2001. El nuevo texto es el siguiente:> La Jurisdicción 

Ordinaria, en sus especialidades laborales y de seguridad social conoce de: 

1. Los conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de 

trabajo. 

2. Las acciones sobre fuero sindical, cualquiera sea la naturaleza de la relación 

laboral. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0712_2001.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0712_2001.html#2
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3. La suspensión, disolución, liquidación de sindicatos y la cancelación del registro 

sindical. 

4. Las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social 

que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las 

entidades administradoras o prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los 

relacionados con contratos. 

5. La ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del sistema 

de seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad. 

6. Los conflictos jurídicos que se originan en el reconocimiento y pago de 

honorarios o remuneraciones por servicios personales de carácter privado, cualquiera 

que sea la relación que los motive. 

7. La ejecución de las multas impuestas a favor del Servicio Nacional de 

Aprendizaje, por incumplimiento de las cuotas establecidas sobre el número de 

aprendices, dictadas conforme al numeral 13 del artículo 13 de la Ley 119 de 1994. 

8. El recurso de anulación de laudos arbitrales. 

9. El recurso de revisión. 

10. La calificación de la suspensión o paro colectivo del trabajo.” 

 

“ARTICULO 3o. EXCLUSIÓN DE LOS CONFLICTOS ECONÓMICOS. La 

tramitación de los conflictos económicos entre {empleadores} y trabajadores se 

continuará adelantando de acuerdo con las Leyes especiales sobre la materia.” 

“ARTICULO 4o. JURISDICCIÓN TERRITORIAL. <Ver Notas del Editor> El Tribunal 

Supremo del Trabajo ejerce su jurisdicción en todo el territorio nacional y tiene su 

sede en la capital de la república.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0119_1994.html#13
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Los Tribunales Seccionales del Trabajo la ejercen en los Departamentos en cuya 

capital tienen su sede, y en la Intendencias y Comisarias que la ley les adcribe. Este 

territorio se denomina Distrito Judiacial del Trabajo. 

Los Jueces del Trabajo <Jueces civiles del circuito> ejercen en el mismo territorio 

señalado por la ley a los respectivos Jueces del Circuito en lo Civil. Este territorio se 

denomina Círculo Judicial del Trabajo” 

“ARTICULO 5o. COMPETENCIA POR RAZÓN DEL LUGAR. <Ver Notas del 

Editor> <Artículo modificado por el artículo 45 de la Ley 1395 de 2010, declarado 

INEXEQUIBLE. El texto vigente antes de la modificación introducida por el artículo 45 

de la Ley 1395 de 2010, que corresponde a la modificación introducida por el 

artículo 3 de la Ley 712 de 2001, es el siguiente:> La competencia se determina por el 

último lugar donde se haya prestado el servicio, o por el domicilio del demandado, a 

elección del demandante. 

ACUERDO No. PSAA08-5084 DE 2008, “Por el cual se crea el Circuito Judicial 

Laboral de Mocoa, en el Distrito Judicial de Pasto.” 

 

ACUERDO No. PSAA15-10402 “Por el cual se crean con carácter permanente; 

trasladan y transforman unos despachos judiciales y cargos en todo el territorio 

nacional” 

No menos importante es la interpretación que por vía de jurisprudencia han 

sentados las Cortes Colombianas con relación al derecho de acceso a la 

administración de justicia, así la Corte Constitucional,  en sentencia (Corte 

Constitucional, 1993) hizo referencia a la evolución generada entre 1886 y 1991 y al 

respecto señaló: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1395_2010.html#45
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0712_2001.html#3
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La Constitución de 1886 en el artículo 58, establecía que “la justicia es un servicio 

público a cargo de la Nación”. La Constitución de 1991 consagra que la 

administración de justicia es una función pública. [...] La Carta de 1991 modernizó el 

concepto en el sentido que administrar justicia ya no es  un  servicio  más  prestado  

por  el  Estado,  sino  que  la  noción  de  función  es  propia  de  la  razón  de  ser  del  

Estado.  [...]  Los  servicios  públicos  son  inherentes  a  la  función  social  del  

Estado;  las  funciones propias del Estado, que se desprenden de su razón de ser, 

son legislar, ejecutar y juzgar, como lo establece el artículo 113 de la Carta Política. 

 

Además, explicó que en virtud de lo dispuesto en el artículo 229 de la Constitución 

de 1991 se consagró como un principio general que desarrolla esa garantía de 

acceder en forma libre ante la administración de justicia en el marco del derecho al 

debido proceso.  

Posteriormente, la Corte al revisar el proyecto de ley estatutaria de administración 

de justicia, que hoy se concreta en la Ley 270 de 1996, hizo referencia a otros 

aspectos importantes  la  trascendencia  del  derecho  fundamental  de  acceso  

efectivo  a  la  administración  de  justicia,  destacando que inmiscuye no sólo una 

mera oportunidad para el ciudadano de acudir al juez competente, sino que involucra 

un actuar diligencia de la administración de tal forma que se garantice la igualdad 

entre las partes (Corte Constitucional , 1996).  

Adicionalmente en Sentencia (Corte Constitucional, 2015) retomó  el criterio 

planteado en el Sentencia C-227 de 2009 y sobre la materialidad del derecho de 

acceso a la administración de justicia destacó la necesidad de que se efectivice su 

protección en virtud de su conexión con los derechos fundamentales.  Indicó la Corte. 
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 “Para destacar la dimensión material del derecho de acceso a la justicia, la Corte ha 

puntualizado, que el acceso a la justicia, no puede ser meramente nominal, o 

simplemente enunciativo, sino que resulta imperativa su efectividad, a fin de asegurar 

una protección auténtica y real de las garantías y derechos objeto del debate 

procesal. Por lo tanto, y de conformidad con el principio de efectividad que se predica 

de todos los derechos fundamentales, es necesario que el acceso y el procedimiento 

que lo desarrolla, sea igualmente interpretado a la luz del ordenamiento superior, “en 

el sentido que resulte más favorable al logro y realización del derecho sustancial, 

consultando en todo caso el verdadero espíritu y finalidad de la ley”  

En (Corte Constitucional, 2016),  la Corporación destacó que el concepto 

de “efectividad” que acompaña al de acceso a la administración de justicia supone 

algo más que la existencia de mecanismos o herramientas para poner en marcha la 

administración de justicia, debido a que exige un esfuerzo institucional para 

restablecer el orden jurídico y garantizar la prevalencia del derecho sustancial en los 

términos que describe el artículo 228 Constitucional. 

 

En Sentencia (Corte Constitucional, 2016) destacó que el derecho de acceso a la 

administración de justicia debe ser efectivo en los siguientes términos:  “El derecho a 

la administración de justicia, también denominado derecho a la tutela judicial 

efectiva se ha definido como “la posibilidad reconocida a todas las personas 

residentes en Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y 

tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la 

debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con 

estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena 

observancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en las leyes”. 
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Igualmente en sentencia (Corte Constitucional, 2016) al resolver un problema 

jurídico relacionado con el conocimiento de las acciones de tutela por parte de las 

altas corporaciones  indicó que  debía buscarse una solución efectiva que brindara 

la posibilidad de  garantizar la efectividad de los derechos de “ (i) acceso a la 

administración de justicia, y (ii) a la efectividad del derecho al debido proceso”, 

resaltando el raigambre constitucional del derecho y su importancia para el  

ciudadano que busca una respuesta de la administración de justicia. 

 

CAPÍTULO 2. DEL DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE 

JUSTICIA EN COLOMBIA, CONTEXTO GENERAL APLICADO PUTUMAYO 

 

Con referencia a la información publicada en la página web de la Gobernación del 

Putumayo (Gobernación del Putumayo, 2021), se tiene que se trata de un 

departamento que se encuentra ubicado al sur del país,  y que limita por el norte con 

los departamentos del Cauca y Nariño, por el Este con el departamento del Caquetá, 

por el sur con el departamento de Amazonas y por el oeste con el departamento de 

Nariño.  Cuenta con una superficie aproximada de 24.885 km2, tiene una división 

política administrativa de 13 municipios.  Las actividades económicas predominantes 

en la región son la agricultura, la minería y la ganadería.   

 

En el contexto colombiano, el derecho de acceso a la administración de justicia 

está intrínsecamente vinculado con los objetivos establecidos por el constituyente 

para el Estado Social de Derecho, los cuales se describen en el artículo 2º de la 

Constitución Política. Específicamente, se hace énfasis en el propósito de asegurar la 
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eficacia de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. Esto 

cobra particular relevancia dado que el artículo 229 de la Constitución también 

establece la salvaguardia del derecho de acceso a la administración de justicia como 

la capacidad otorgada a cualquier individuo para recurrir a la instancia judicial, con el 

fin de invocar protección o buscar la restitución de los derechos que se consideran 

amenazados o vulnerados. 

Este derecho, además, ha sido consagrado como el derecho a una tutela judicial 

efectiva, con alcance universal e incondicional en un Estado Social de Derecho. 

Cuenta con antecedentes significativos, como se establece en el artículo 8º de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, el cual establece que toda 

persona debe tener la oportunidad de recurrir a la administración de justicia para 

garantizar, a través de medios eficaces, la protección de los derechos reconocidos 

por la ley. 

En lo referente al derecho de acceso a la administración de justicia, se plantea la 

realización de un análisis desde la perspectiva del garantismo en la protección de los 

derechos de la población integrante del circuito judicial de Mocoa. Esta población 

comprende actualmente los municipios de Piamonte, Puerto Guzmán, Villagarzón, 

Puerto Asís, Puerto Caicedo, Orito, Puerto Leguízamo, Valle del Guamuez, San 

Miguel, Sibundoy, Colón, San Francisco y Santiago. 

En este contexto, es importante resaltar que el derecho de acceso a la 

administración de justicia conlleva el establecimiento de una oportunidad real de 

recurrir al servicio en el momento que sea necesario, situación que plantea desafíos 

para las poblaciones distantes del municipio de Mocoa 

La conceptualización del derecho de acceso a la administración de justicia y su 

estrecha relación con los derechos fundamentales enfatiza la necesidad de 
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considerar las condiciones sociales, económicas y particulares de la población a la 

cual se dirige el servicio. Solo de esta manera se pueden abordar aspectos 

significativos como características geográficas, económicas, demográficas y otros 

factores relevantes, que adquirieron una importancia excepcional debido a los 

traslados requeridos para acudir a las dos sedes judiciales encargadas de resolver las 

controversias en el ámbito laboral. 

Es importante destacar que este trabajo de investigación se concentra en el 

análisis de la prestación del servicio en el contexto de la presencialidad, donde se han 

desarrollado situaciones que posibilitan el enfoque académico deseado. Es por esta 

razón que se focaliza en el período comprendido entre 2015 y 2019. 

 

Las condiciones generales bajo las cuales la justicia ordinaria laboral ha 

funcionado en la jurisdicción del distrito judicial de Mocoa durante el periodo 2015-

2019, así como la importancia de sus implicaciones en relación con la hubo de los 

derechos fundamentales de los usuarios del sistema judicial y su capacidad para 

acceder al juez competente para resolver disputas laborales, son aspectos cruciales 

que requieren análisis. 

 

El acceso a la administración de justicia en Colombia se clasifica como un derecho 

de naturaleza fundamental, con reconocimiento explícito en la Constitución Política de 

1991 y con su desarrollo amparado por tratados internacionales que han sido 

ratificados en nuestro país. 

De acuerdo con el artículo 229 de la Constitución Política, la administración de 

justicia desempeña un papel fundamental como servicio público, y en virtud de ello, 

todas las personas están amparadas con el derecho de acceder a la administración 
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de justicia con el propósito de encontrar una solución eficaz y oportuna a los diversos 

conflictos que puedan surgir, siempre preservando el respeto y la integridad del 

debido proceso. 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el cual fue ratificado por 

nuestro país en 1969, aborda en su artículo 14 el derecho a la igualdad ante las 

autoridades encargadas de administrar justicia. Por otro lado, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, también conocida como el Pacto de San José, 

y que fue ratificada por Colombia en 1973, establece que toda persona tiene derecho 

a un juicio justo ya la protección judicial efectiva, según lo detalla el artículo 8 de 

dicha convención. 

En lo que respeta a la legislación interna, es importante destacar que la Ley 1564 

de 2012, conocida como el Código General del Proceso, proporciona un marco 

normativo que establece reglas y garantías procesales con el propósito de asegurar 

un acceso real y eficaz a la administración de justicia. 

En el artículo 2º de la mencionada ley se consagra el derecho de cualquier 

individuo a invocar la tutela jurisdiccional efectiva ya buscar la protección de sus 

derechos, dentro de los límites de un proceso adecuado y en un plazo de ejecución 

razonable. 

El derecho de acceso a la administración de justicia posee una dimensión 

constitucional de gran relevancia, ya que implica la capacidad de recurrir a las 

instancias judiciales para ejercer el derecho de acción. Esto se traduce en un derecho 

intrínseco a la personalidad y, además, representa una noción fundamental que 

posibilita a cualquier individuo asegurar la eficacia de otros derechos reconocidos en 

el ámbito constitucional. 
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No debemos pasar por alto que este derecho posee una relevancia significativa, 

considerando especialmente las particularidades del Estado Social de Derecho, en 

cual el poder público se concibe como un servicio a disposición de las personas. Esto 

posibilita que las personas puedan acceder a un entorno de justicia donde se 

prevenga la realización de actos arbitrarios. 

No se limita a ser un derecho meramente abordado en la legislación interna; es 

fundamental recordar que en el artículo 8 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos se consigna que toda persona posee el derecho a un recurso efectivo, 

ejercible ante tribunales nacionales competentes. La Convención Europea de 

Derechos Humanos, en su artículo 6.1, establece que toda persona tiene derecho a 

un juicio justo y público, garantizado por un tribunal imparcial. A su vez, el Pacto de 

San José de Costa Rica, la Convención Americana de Derechos Humanos, en su 

artículo octavo, subraya las garantías judiciales, enfatizando el derecho de toda 

persona a ser escuchada por un tribunal competente en el marco de salvaguardias 

procesales para proteger sus derechos. La Carta de Niza de 2000, que es la Carta de 

los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en su artículo 41, resalta el 

derecho de toda persona a ser escuchada por un juez imparcial, a recibir una 

resolución fundamental de la autoridad ya la tutela judicial efectiva. Asimismo, el 

artículo 47 de la misma Carta subraya específicamente el derecho a la tutela judicial 

efectiva. Estos principios no se restringen únicamente al ámbito nacional, sino que 

trascienden fronteras, consolidando un derecho de carácter universal. 

Con todo, son varias las normas que procuran efectivizar el derecho de acceso a la 

administración de justicia. 

Específicamente en el ámbito laboral, el Código Sustantivo del Trabajo y la Ley 712 

de 2001 fundamenta los procedimientos delineados por el legislador para abordar la 
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resolución de conflictos laborales. Estas disposiciones garantizan el derecho de los 

trabajadores y empleadores a recurrir a la justicia cuando se requiera su intervención 

para resolver las controversias que surjan dentro del contexto de las relaciones 

laborales. 

Las instancias reconocidas para la solución de este tipo de tipo de conflictos son 

de tipo administrativo o judicial. 

 

Dentro del ámbito administrativo, cabe destacar la alternativa de la conciliación, 

que puede llevarse a cabo o ser convocada por el Ministerio de Trabajo. Esta entidad, 

como parte de sus objetivos primordiales, tiene la función de mediar y facilitar el 

proceso de conciliación entre disfrutes y trabajadores inmersos en situaciones 

conflictivas. En el ámbito judicial, por otro lado, la jurisdicción ordinaria, a través de su 

especialidad laboral, asume la responsabilidad de resolver aquellos conflictos que no 

han logrado ser resueltos mediante la conciliación a través de procedimientos 

administrativos. 

En el contexto del derecho de acceso a la administración de justicia en el ámbito 

laboral, este derecho fundamental reconocido tanto para trabajadores como 

ocupantes no solo la capacidad de recurrir a las instancias judiciales, sino que 

también implica el derecho a un debido proceso mediante la presentación de pruebas 

y la oportunidad de establecer una conexión con el funcionario judicial encargado de 

dictar sentencia, con el propósito de obtener un fallo equitativo e imparcial. 

(Elena, Gonzalez, Rodríguez , & Del Carril, , 2005) Resalta la vital importancia del 

acceso a la administración de justicia en el contexto de un Estado Social de Derecho. 

Este acceso se erige como una herramienta fundamental que otorga a la población la 

capacidad de encontrar soluciones justas y pacíficas mediante procedimientos claros 
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y predefinidos, asegurando una equidad de trato. Además, se señala que existen 

diversas dificultades que pueden surgir al intentar acceder a los sistemas judiciales, 

como los costos asociados a los servicios legales y la centralización del servicio de 

administración de justicia en áreas urbanas de gran envergadura, lo cual puede 

resultar en un trato discriminatorio hacia los usuarios del sistema. Esta situación 

puede llevar a cabo a que las personas busquen tomar la justicia en sus propias 

manos. 

En este sentido, se eleva este derecho a la categoría de una necesidad pública, un 

elemento crucial para fomentar los derechos humanos y que constituye un pilar 

esencial en la formulación de políticas relacionadas con la administración de justicia, 

cuya base fundamental se encuentra en la seguridad jurídica. Este acceso debe estar 

disponible de manera libre y universal, sin restricciones derivadas de la raza, 

preferencias políticas, condiciones económicas o ubicación geográfica. Esto, a su vez, 

implica un tratamiento equitativo, digno y previamente establecido para todos. 

 

Dentro de este contexto, la concentración de los tribunales en sedes centrales 

distantes, sin considerar factores como los tiempos de desplazamiento, la identidad 

cultural y los elevados costos de inversión necesarios para acceder a la 

administración de justicia, se convierte en obstáculos fundamentales que van en 

contra los principios de un Estado Social de Derecho. 

 

CAPÍTULO 3. DESCRIPCIÓN DEL MODELO DE PRESTACIÓN DE JUSTICIA 

LABORAL EN EL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO. 

 

El Estado colombiano se estructura a través de la distribución de competencias en 

tres ramas del poder público: ejecutivo, legislativo y judicial. La Rama Judicial 
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desempeña un papel fundamental al encargarse de la administración de justicia. Su 

alcance va más allá de la simple aplicación de normas y procedimientos; asume la 

responsabilidad de la gestión y dirección integral de la Rama Judicial también. 

 

Entre sus responsabilidades destacan la delimitación territorial con multas 

judiciales, la formulación de políticas orientadoras para alcanzar los objetivos de la 

Rama Judicial, teniendo en cuenta criterios como la eficiencia y la eficacia en la 

prestación del servicio. Esto implica la implementación de planes de desarrollo y 

expansión que garantizan a toda persona un acceso equitativo a la administración de 

justicia. 

Asimismo, la Rama Judicial está compuesta por diversas instituciones que abarcan 

distintas jurisdicciones: la ordinaria, la contenciosa administrativa y la constitucional. 

Además, se reconoce la existencia de jurisdicciones especiales, como la de los 

Jueces de Paz, las Comunidades Indígenas, la Fiscalía General de la Nación y el 

Consejo Superior de la Judicatura. 

Dentro de la jurisdicción ordinaria, existe una subdivisión que distribuye el 

conocimiento de los asuntos según sus especialidades. En este sentido, la 

jurisdicción ordinaria, con la Corte Suprema de Justicia como su órgano máximo, está 

organizada en tres salas especializadas: la Sala de Casación Laboral, la Sala de 

Casación Civil y la Sala de Casación Penal. Estas salas son responsables de abordar 

los asuntos que se encuentran bajo la competencia de la jurisdicción ordinaria. 

Con relación al tema abordado, es importante señalar la estructura administrativa 

jerárquica de la Rama Judicial, específicamente en lo referente a la jurisdicción 

ordinaria y su enfoque en la especialidad laboral. En esta organización, la Sala de 

Casación Laboral ostenta la máxima autoridad, seguida en segundo lugar por los 
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Tribunales Superiores de los Distritos Judiciales a lo largo del país. Posteriormente, 

en tercer puesto, se encuentran los Jueces Laborales con categoría de circuito, y en 

cuarto lugar, los Jueces de Pequeñas Causas. 

 

En el contexto del mapa judicial, el departamento de Putumayo está adscrito al 

Distrito Judicial de Mocoa. Este distrito se subdivide en tres circuitos judiciales 

distintos: Mocoa, Puerto Asís y Sibundoy. 

 

La responsabilidad de definir la delimitación territorial para efectos judiciales recae 

en la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, tal como estipula la 

Ley 270 de 1996. A través de esta competencia, se buscó la delegación de la tarea 

de dividir el territorio nacional de manera que se facilite el acceso a la administración 

de justicia, se logrará una distribución justa de las cargas de trabajo, y se promoverá 

una comunicación fluida entre los usuarios del sistema judicial y los funcionarios. En 

este sentido, es importante resaltar que esta división territorial para propósitos 

judiciales no tiene que coincidir con la división político-administrativa del país. 

El desplazamiento desde los diferente municipios impone a los usuarios tanto una 

carga económica como un gasto de tiempo al tener que surgir a las instancias de 

administración de justicia. Sin embargo, en respuesta a la emergencia sanitaria que 

afectó al país en los años 2020 y 2021, estas demandas evolucionaron hacia la 

necesidad de recursos tecnológicos y conocimientos para establecer conexiones 

virtuales mediante internet. Esta adaptación se tornó crucial, ya que la administración 

de justicia se vio en la obligación de continuar brindando sus servicios a través de 

herramientas tecnológicas. 
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El artículo 257 de la Constitución Política y los numerales 5 y 6 del artículo 85, 

junto con los artículos 89, 50, 51, 52, 63, 90, 91, 92 y 94 de la Ley 270 de 1996, 

Estatutaria de la Administración de Justicia, fundamentando las competencias 

atribuidas al Consejo Superior de la Judicatura para tomar decisiones en relación con 

la estructura territorial de la administración de justicia. Estas disposiciones buscan 

garantizar que dicha estructura sea eficiente y esté en consonancia con los principios 

que sustenten el estado social en Colombia. 

 

De este modo, le corresponde al Consejo Superior de la Judicatura ajustar la 

distribución de los despachos judiciales en todo el territorio nacional y, por supuesto, 

tomar las medidas necesarias para planificar la infraestructura requerida a fin de 

garantizar una capacidad de respuesta eficaz para los usuarios del sistema de 

administración de justicia. 

 

La organización territorial de los despachos judiciales debe estar en sintonía con 

los principios de accesibilidad, equitativa distribución de la carga laboral con el 

propósito de concretar el principio de tutela judicial efectiva, la cercanía y la eficacia 

en la comunicación entre los usuarios del sistema de justicia y los funcionarios. Esto 

asegurará el cumplimiento de los criterios de acceso genuino al sistema judicial 

colombiano, lo cual está intrínsecamente vinculado a un respeto adecuado de las 

distintas regiones geográficas de nuestra nación, su demografía y la demanda de los 

servicios judiciales. 

 

Bajo estas circunstancias, la distancia entre las comunidades y la ubicación de las 

sedes judiciales, así como la accesibilidad de las vías, los costos de desplazamiento y 
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la facilidad de acceso, constituyen factores cruciales en la definición del sistema 

judicial y la localización de los juzgados a nivel nacional. 

 

Adicionalmente, la presencia de la rama judicial en todo el territorio nacional se 

convierte en un punto de referencia fundamental para la concreción de la soberanía 

estatal. Estos aspectos son esenciales para que el Consejo Superior de la Judicatura, 

al ejercer sus facultades en la dirección de la Rama Judicial, tome en cuenta la 

importancia de mantener esta presencia a nivel nacional. 

 

Por lo tanto, resulta de suma importancia, en el contexto de la justicia laboral en el 

departamento del Putumayo, llevar a cabo un análisis exhaustivo de las necesidades 

presentes en el circuito judicial de Mocoa. Es pertinente resaltar que la información 

presentada tiene un valor significativo al concluir que la instalación de un único 

despacho en el municipio de Mocoa sería insuficiente para abordar de manera 

adecuada los conflictos que puedan surgir. 

 

Es necesario señalar que desde el año 2015, el Ministerio de Trabajo ha 

implementado programas de formalización laboral en el departamento del Putumayo. 

Como parte de esta iniciativa, se ha establecido un observatorio regional denominado 

ORMET y se ha desarrollado una política dirigida a mejorar la calidad de vida de los 

residentes de Putumayo. 

 

El Ministerio de Trabajo ha identificado que en la región de Putumayo, el recurso 

humano laboral se involucra principalmente en actividades como el turismo, el 
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transporte, las artesanías y el comercio. Además, hay una demanda importante en el 

sector de comercio informal y trabajo por jornales. 

 

En cuanto a la demanda laboral en el sector empresarial y social, se ha observado 

la presencia de empresas dedicadas a la comercialización de café, organizadas a 

través de asociaciones y cooperativas, que trabajan en la producción, transformación 

y distribución del café. También existen empresas dedicadas a la minería y un sector 

relevante en el desarrollo de obras de construcción, en el cual se evidencia una 

amplia participación de trabajadores en condiciones de informalidad. 

 

Es importante resaltar que la justicia laboral desempeña un papel significativo en 

todo el departamento de Putumayo y contribuye a la política de formalización laboral 

implementada por el Ministerio de Trabajo. Esta formalización es crucial para el 

desarrollo económico y social del país, ya que el trabajo está intrínsecamente ligado a 

la calidad de vida de las personas. Los derechos fundamentales implicados en las 

relaciones laborales son fundamentales para el Estado social de derecho en 

Colombia. Por lo tanto, es esencial considerar estos aspectos al determinar la 

ubicación de los despachos judiciales en el territorio nacional, ya que garantizar un 

acceso efectivo a la justicia promueve este derecho fundamental. 

Es relevante tener en cuenta que la ley 1149 de 2007 reformó el código procesal 

del trabajo y la seguridad social. Esta reforma buscaba agilizar los procedimientos en 

la jurisdicción laboral. Sin embargo, como señala el Instituto Colombiano de Derecho 

Procesal en su ponencia sobre los efectos y sospechas surgidas tras la entrada en 

vigor de la mencionada ley, la aspiración de agilidad procesal no se ha cumplido 
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plenamente debido a la congestión judicial que ha hecho ineficaz la propuesta 

legislativa. 

La circunstancia, aunque resulta una conclusión derivada del análisis general de la 

situación de la justicia laboral en el país, es de gran relevancia en el análisis que se 

lleva a cabo aquí. La centralización de la justicia en el municipio de Mocoa no solo 

constituye una afrenta directa al derecho de acceso a la administración de justicia, 

sino que también compromete la política de agilidad en los procedimientos, debido a 

la congestión judicial que se origina al concentrar en un solo lugar la autoridad judicial 

encargado de atender todos los conflictos laborales del departamento. 

 

Además, es importante tener en cuenta el papel fundamental que desempeña la 

composición étnica de la población del Putumayo en esta situación. Esta población 

está conformada por grupos mestizos, indígenas y afrodescendientes, los cuales 

cuentan con una protección constitucional especial. A pesar de la posibilidad de que 

algunas de estas comunidades tengan sus propios sistemas jurídicos, están sujetas a 

la administración de justicia como parte integral del poder público colombiano. En este 

contexto, se hace imperativo adoptar políticas que aseguren la presencia del Estado a 

nivel nacional y que permitan a los jueces intervenir de manera directa en los 

conflictos que se presenten en la sociedad. 

3.1. DETERMINACIÓN DEL INGRESO DE PROCESOS A JUSTICIA 

LABORAL EN EL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO EN EL 

PERIODO 2015-2019. 

 

El registro de los procesos que ingresan y egresan de los despachos judiciales en 

todo el país se mide mediante estadísticas proporcionadas a la Sala Administrativa 
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del Consejo Superior de la Judicatura. Estos datos son gestionados por la Unidad de 

Desarrollo y Análisis Estadístico. 

 

A continuación, se presenta un resumen anual del informe enviado por los 

despachos judiciales de Mocoa, con especialidad laboral, a la Sala Administrativa del 

Consejo Superior de la Judicatura. Este análisis abarca el período entre los años 

2015 y 2019, y la información ha sido recopilada y publicada por la misma entidad en 

su página web. 

Figura 1. 
Consolidado anual de estadísticas reportadas por el Juzgado Laboral del Circuito de Mocoa, 

año 2015 

 

Tomado de la página web de la Rama Judicial, https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-

judiciales/ano-2015  

 

Figura 2. 
Consolidado anual de estadísticas reportadas por el Juzgado Laboral del Circuito de Mocoa, 

año 2016 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-judiciales/ano-2015
https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-judiciales/ano-2015
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Tomado de la página web de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-

judiciales/ano-2016  

  

Figura 3. 
Consolidado anual de estadísticas reportadas por el Juzgado Laboral del Circuito de Mocoa, 

año 2017 

 

 

Tomado de la página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-judiciales/ano-2017  

Figura 4 
Consolidado anual de estadísticas reportadas por el Juzgado Laboral del Circuito de Mocoa, 

año 2018 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-judiciales/ano-2016
https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-judiciales/ano-2016
https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-judiciales/ano-2017
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Tomado de la página web de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-

judiciales/ano-2018 

 
Figura 4 
Consolidado anual de estadísticas reportadas por el Juzgado Laboral del Circuito de Mocoa, 

año 2019 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-judiciales/ano-2018
https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-judiciales/ano-2018
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Tomado de la página web de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-

judiciales/ano-2019   

3.2. ANÁLISIS COMPARATIVO DEL MODELO DE PRESTACIÓN DE 

SERVICIO DE JUSTICIA LABORAL EN ALGUNOS CIRCUITOS 

JUDICIALES DE COLOMBIA. 
 

Como se indicó en precedencia, mediante el Acuerdo No. PSAA08-5084 de 2008, 

la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura creó el Circuito Judicial 

Laboral de Mocoa, adscrito al Distrito Judicial de Pasto, este circuito judicial entró en 

funcionamiento desde el 1º de octubre de 2008, y en lo que atañe a la especialidad 

laboral, dispuso que su funcionamiento a través de un Juzgado Laboral del Circuito 

con sede en Mocoa para que atendiera los asuntos que correspondieran a los 

circuitos judiciales de Mocoa, Puerto Asís, Sibundoy; es decir a todo el departamento 

del Putumayo. 

 

El parágrafo primero del artículo 11 de la Ley 270 de 1996, en punto de la 

integración y competencia de la Rama Judicial ha señalado que los jueces del circuito 

tienen competencia en el respectivo circuito judicial, los jueces municipales en el 

municipio respectivo y los de pequeñas causas, en la localidad o municipio. 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-judiciales/ano-2019
https://www.ramajudicial.gov.co/web/estadisticas-judiciales/ano-2019
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A su vez el artículo 21 de la misma norma indica que la organización judicial 

colombiana tiene como célula básica “el juzgado”, y el artículo siguiente refiere, que la 

Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura tiene a su cargo establecer 

la denominación y número de jueces que funcionen en el territorio nacional, y agrega 

que cuando el número de asuntos lo exija, los juzgados promiscuos podrán tramitar 

procesos de especialidad civil, penal, laboral y de familia. 

 

Así mismo, mediante Acuerdo PSAA10-7546 de 2010, se creó el Distrito Judicial 

de Mocoa, conformado así:   

Circuito judicial de Mocoa: conformado por los municipios de Mocoa, Piamonte, 

Puerto Guzmán y Villa Garzón. 

Circuito judicial de Puerto Asís: conformado por los municipios de Puerto Asís, 

Puerto Caicedo, Orito, Puerto Leguizamo, Valle de Guamuez, San Miguel y Sibundoy;  

Circuito Judicial de Sibundoy: conformado por los municipios de Sibundoy, 

Colón, San Francisco y Santiago.  

 

Así las cosas, la situación sobre el acceso a la administración de justicia en el 

departamento del Putumayo, merece una especial mirada en la forma en la que se 

presta el servicio en el departamento, es decir, la disposición de jueces en el territorio 

departamental, pero a la vez, a las estadísticas sobre población que presenta este 

territorio.  Al respecto resulta necesario explicar que, aunque la división geográfica 

colombiana determina 32 departamentos, el mapa judicial que ha diseñado el 

Consejo Superior de la Judicatura enmarca 33 Distritos Judiciales, sin que resulte 

coincidente su conformación.  De conformidad con lo indicado en la página web de la 

Rama Judicial, resultan los Distritos Judiciales en Colombia son los siguientes: 
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1. Antioquia 

2. Arauca  

3. Archipiélago de San Andrés  

4. Armenia  

5. Barranquilla 

6. Bogotá 

7. Bucaramanga 

8. Buga 

9. Cali 

10. Cartagena 

11. Cúcuta 

12. Cundinamarca 

13. Florencia 

14. Ibagué 

15. Manizales 

16. Medellín  

17. Mocoa 

18. Montería 

19. Neiva 

20. Pamplona 

21. Pasto 

22. Pereira 

23. Popayán 

24. Quibdó 

25. Riohacha 
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26. San Gil 

27. Santa Marta 

28. Santa Rosa de Viterbo 

29. Sincelejo  

30. Tunja 

31. Valledupar 

32. Villavicencio 

33. Yopal 

 

Cada uno de esos distritos judiciales, está compuesto por circuitos judiciales y a su 

vez, cada circuito por juzgados; resulta importante destacar que aunque en Colombia 

no hay disposición de orden legal o reglamentaria que determine el número de jueces 

que debe operar en un determinado territorio, la Magistrada Marta Lucia Olano de 

Noguera, en condición de vicepresidenta del Consejo Superior de la Judicatura, en el 

marco del Encuentro denominado Desafíos de Seguridad y Territorio, desarrollado en 

el mes de junio del año 2023, señaló que Colombia tiene establecida una tasa de 11 

jueces por cada 100,000 habitantes, explicando que aunque la OCDE ha determinado 

que un modelo equilibrado de administración de justicia debería contar con  65 jueces 

por cada 100,000 habitantes, debe tenerse en cuenta que en la aplicación de ese 

criterio, el número de jueces debe ajustarse a las necesidades de la población, y a la 

realidad de los países, considerando la estructura de los sistemas judiciales y la clase 

de procesos que manejan. 

 

Pese a que la declaración fue hecha en el marco de un Encuentro realizado en el 

año 2023, consultado el informe de gestión ofrecido por el Consejo Superior de la 
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Judicatura al Congreso de la República en el año 2017, puede observarse que en el 

capítulo III del documento, se hace mención a la misma circunstancia, esto es que 

para el caso colombiano se  tiene dispuesto 11 jueces por cada 100,000 habitantes y 

que existe al menos un juez en cada municipio, pues la política con la que la Rama 

Judicial dispuso avanzar hacia un acercamiento entre la población vulnerable y la 

justicia formal, de tal suerte que se garantice la prestación del servicio de 

administración de justicia en todo el territorio nacional. 

 

Con relación a la gestión judicial en la especialidad laboral, en ese mismo informe se 

cuenta con un indicador estadístico en el que se señala que entre los años 2008 y 

2017, los ingresos efectivos se incrementaron en un 38%, pues mientras para el año 

2008 se tramitaron 299 procesos por cada 100.000 habitantes, según reporte 

generado a diciembre de 2017, la cifra se incrementó a 408 asuntos por cada 100.000 

habitantes. 

 

Aquí resulta válido destacar que conforme a lo registrado en la proyección de la 

población determinada por el DANE para el 2018, relacionada en la página web “toda 

Colombia”, la población en el departamento del Putumayo, y que corresponde al 

Distrito Judicial de Mocoa, fue determinada en su número de habitantes de la 

siguiente manera: 

 

1. Puerto Asís:  60,792 habitantes 

2. Orito: 53,760 habitantes 

3. Valle del Guamuez: 52,454 habitantes 

4. Mocoa: 56,398 habitantes 
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5. San Miguel: 27,116 habitantes 

6. Puerto Guzmán: 23,835 habitantes 

7. Villa Garzón: 21,215 habitantes 

8. Puerto Leguizamo: 15,417 habitantes 

9. Puerto Caicedo: 14,624 habitantes 

10. Sibundoy: 14,223 habitantes 

11. Piamonte: 8,811 habitantes 

12. Colón:  6,493 habitantes 

13. San Francisco: 5,645 habitantes 

14. Santiago:  7,290 habitantes 

 

Lo anterior refleja una población aproximada de 368.073 habitantes para el Distrito 

Judicial Laboral de Mocoa, datos tomados de los registros existentes para el año 

2018, y por tanto, de acuerdo a lo señalado por el Consejo Superior de la Judicatura, 

este circuito judicial, debería tener un promedio de 3.5 jueces para la población del 

departamento del Putumayo. 

 

No obstante, el circuito judicial del putumayo sólo cuenta con un juez laboral del 

circuito, lo que lleva a concluir de manera forzosa, que en materia laboral la política 

de implementación de jueces de la república en relación con la cantidad de 

habitantes, adoptada por la Rama Judicial (1 juez por cada 100.000 habitantes) no se 

cumple para el caso de Mocoa, y efectuada la revisión de la información contenida en 

el reporte de Juzgados de la Jurisdicción Ordinaria por Distrito, Circuito y Municipio, 

elaborada por la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico de la Rama Judicial, se 

observa que pese a que evidentemente en muchos casos el parámetro no se cumple, 
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bajo la comparación del circuito judicial de Mocoa con otros del país, la situación para 

éste circuito judicial es de las más complejas.  Para el comparativo se tomaron datos 

de circuitos judiciales que tuvieran entre 1 y 3 jueces laborales asignados, 

encontrando lo siguiente:  

 

CIRCUITO 
JUDICIAL 

MUNICIPIOS HABITANTES JUECES 
LABORALES 

RELACIÓN DE 
HABITANTES X 

JUEZ 

MELGAR MELGAR  36536  
 
 

2 

 
 
 

34.557 
 

 CARMEN DE 
APICALÁ  

10117 

 CUNDAY 8745 

 ICONONZO 8589 

 VILLARICA 5128 

TOTAL DE POBLACIÓN 69115 

 

CIRCUITO 
JUDICIAL 

MUNICIPIOS HABITANTES JUECES 
LABORALES 

RELACIÓN DE 
HABITANTES X 

JUEZ 

LA DORADA LA DORADA 70486  
 

2 

 
 

56.766 
 NORCASIA 6022 

 PUERTO SALGAR 15453 

 SAMANÁ 20454 

 VICTORIA 1118 

TOTAL DE POBLACIÓN 113.533 

 

CIRCUITO 
JUDICIAL 

MUNICIPIOS HABITANTES JUECES 
LABORALES 

RELACIÓN DE 
HABITANTES X 

JUEZ 

ENVIGADO ENVIGADO 228848  
2 

 
155.611  SABANETA 82375 

TOTAL DE POBLACIÓN 311.223 

 

CIRCUITO 
JUDICIAL 

MUNICIPIOS HABITANTES  JUECES 
LABORALES  

RELACIÓN DE 
HABITANTES X 

JUEZ  

PALMIRA PALMIRA 349.294  
 

3 

 
 

198.294 
 CANDELARIA 91,825 

 EL CERRITO 56.470 

 FLORIDA 57.374 

 PRADERA 47.615 

TOTAL DE POBLACIÓN 510.485 
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CIRCUITO 
JUDICIAL 

MUNICIPIOS HABITANTES JUECES 
LABORALES 

RELACIÓN DE 
HABITANTES X 

JUEZ 

ROLDANILLO ROLDANILLO 85.585  
 
 

1 

 
 

207.656 
 BOLIVAR 16.201 

 EL DOVIO  8.886 

 LA UNIÓN 33.953 

 TORO 14.298 

 VERSALLES 7.438 

 ZARZAL 41.295 

TOTAL DE POBLACIÓN 207.656 

 

CIRCUITO 
JUDICIAL 

MUNICIPIOS HABITANTES JUECES 
LABORALES 

RELACIÓN DE 
HABITANTES X 

JUEZ 

TURBACO TURBACO  105166  
 
 

1 

 
 
 

281.149 
 

 ARJONA 69503 

 ARROYOHONDO 8254 

 CALAMAR  22474 

 MAHATES 18482 

 MARÍA LA BAJA 46112 

 TRUBANA 11158 

TOTAL DE POBLACIÓN 281.149 

 

CIRCUITO 
JUDICIAL 

MUNICIPIOS HABITANTES JUECES 
LABORALES 

RELACIÓN DE 
HABITANTES X 

JUEZ 

MOCOA PUERTO ASÍS 64,867  
 
 
 
 
 
 
 
 

1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

344.840 

 ORITO 37,745 

 VALLE DEL 
GUAMUEZ 

33,457 

 MOCOA 56,398 

 SAN MIGUEL 18,780 

 PUERTO 
GUZMÁN 

35,390 

 VILLA GARZÓN 23,700 

 PUERTO 
LEGUIZAMO 

28,468 

 PUERTO 
CAICEDO 

16,095 

 SIBUNDOY 14,940 

 COLON 5,407 

 SAN FRANCISCO 5,645 

 SANTIAGO 7,290 

TOTAL DE POBLACIÓN 348,182 
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Resulta importante destacar que en varios documentos producidos por la Rama 

Judicial se ha hecho mención al estándar fijado por la OCDE respecto del número de 

jueces por habitantes, sin que fuera posible hallar evidencia del documento 

respectivo, no obstante en el artículo elaborado por el ex Magistrado de la Corte 

Constitucional Colombiana, Rodrigo Uprimny Yepes, se indicó que ese parámetro 

estandarizado de la OCDE mencionado por la Rama Judicial, no se encuentra 

documentado y la estructura de los sistemas judiciales en cuanto al número de jueces 

que deben operar en cada territorio, no puede obedecer a un parámetro generalizado, 

sino que debe responder a las necesidades de la población, poniendo de presente 

que en países como Dinamarca se tienen 7 jueces por cada 100.000 habitantes y aun 

así,  cuenta con un sistema judicial eficiente, mientras en Serbia a pesar de contar 

con 30 jueces por cada 100.000 habitantes, enfrentan una justicia deficiente. 

(Rodrigo, 2024) 

 

No resulta menos importante abordar el análisis de la situación de Mocoa desde 

los datos de gestión judicial de la especialidad laboral.  Con la información registrada 

en el sistema estadístico de la Rama Judicial sobre indicadores de gestión.  A partir 

de allí, Mocoa se muestra como un circuito judicial de baja demanda, ocupando el 

cuarto lugar, entre los más bajos, sin embargo, debe tenerse en cuenta que la 

demanda de asuntos laborales, es decir, los procesos que finalmente llegan a 

conocimiento de la jurisdicción no podrían ser un referente específico sobre la 

necesidad de creación de despachos judiciales o de asignación de competencias, 

pues sin lugar a dudas, hay otros factores que implican la adopción de medidas para 

garantizar el acceso a la administración de justicia de los usuarios que requieran 

acudir a dirimir sus conflictos en la especialidad laboral de la jurisdicción ordinaria.     
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Por el contrario lo que se observa es que el circuito judicial de Mocoa, se encuentra 

lejos de cualquier parámetro considerado para determinar el número de jueces que 

deben operar en éste territorio y que aunque la demanda en la actualidad es baja, mal 

podría asociarse a la necesidad de intervención del juez laboral, pues los indicadores 

de gestión de la Rama judicial, muestran como el acceso a la administración de 

justicia ha disminuido, ello, posiblemente por cuenta de la centralización actual de la 

justicia laboral en Mocoa, veamos a continuación de acuerdo a la información 

consultada el comportamiento de ingresos de procesos en la especialidad laboral en 

los últimos 10 años. 

 

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 

432 658 306 344 248 283 512 226 233 182 

 

Es así información estadística refleja cómo a disminuido la carga de procesos 

laborales, hoy sin que resulte ser un referente de la innecesaria intervención de la 

administración de justicia para dirimir los conflictos que, sobre esa especialidad se 

presentan en el departamento, hoy por el contrario, los factores relacionados con las 

dificultades que tienen los ciudadanos para acceder a la administración de justicia 

pueden también justificar la decreciente demanda de asuntos laborales, situación que 

irradia de manera directa en la garantía constitucional que se viene analizando. 

 

PROPUESTA PARA DESCENTRALIZAR LA PRESTACIÓN DEL 

SERVICIO DE JUSTICIA EN EL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO. 
 

La descentralización de la prestación del servicio de justicia laboral en el 

departamento del Putumayo debe ser una respuesta a una necesidad social. Esto se 
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enmarca en la idea de facilitar que los ciudadanos puedan acercarse a los jueces que 

resolverán sus conflictos. Esto no solo significa la presencia del Estado en todo el 

territorio nacional, sino también el cumplimiento de los objetivos de la administración 

de justicia que han sido confiados a la Rama Judicial. 

 

Esta necesidad de descentralización surge de las dificultades que enfrentan los 

ciudadanos para acceder a la administración de justicia debido a la distancia que los 

separan de las autoridades judiciales. A modo de ejemplo, podemos considerar las 

siguientes distancias desde diversos municipios hasta la sede judicial en Mocoa: 

✓ Desde Villagarzón a Mocoa, el costo del transporte terrestre es 

aproximadamente de veinte mil pesos por trayecto, con un tiempo de 

desplazamiento de una hora y media. 

✓ Entre Orito y Mocoa, con una distancia de aproximadamente 119 km, el 

tiempo de desplazamiento por tierra es de 2 horas y 45 minutos, con un 

costo de veinticinco mil pesos por trayecto. 

✓ Desde Puerto Guzmán hasta Mocoa, con una distancia de 

aproximadamente 467 km, se registran en unas 2 horas y media. 

✓ Entre Puerto Asís y Mocoa, con una distancia promedio de 88 km, el tiempo 

de viaje es de dos horas y media, con un costo de pasaje entre treinta y 

cuarenta mil pesos. 

La Cámara de Comercio del Putumayo, elaboró un informe por medio del cual 

compiló información producida en la vigencia 2017- 2019, por entidades de orden 

local, departamental y nacional, dirigido a establecer un análisis económico de la 

región del Putumayo (Cámara de Comercio, Putumayo , 2019). 
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En relación con la información demográfica del Putumayo, se dijo que para el 

año 2019, el departamento tenía una población aproximada de 363,967 personas, 

incluyendo a hombres y mujeres en zonas urbanas y rurales. Se demostrará que esta 

población está distribuida de manera equitativa entre ambas zonas, lo que significa 

que un promedio cercano a la mitad de los habitantes se encuentra en las áreas 

rurales del departamento. 

 

Haremos referencia a la representación gráfica proporcionada por la Cámara 

de Comercio del Putumayo en el mencionado informe, donde se indica: 

Figura 5 

Representación gráfica de la demografía putumayense contenida en el informe  

 

 

Con relación a la distribución demográfica según los grupos de edades analizados 

en el informe y proyectados con base en los datos proporcionados por el DANE, se 

puede inferir que un 42% de la población se sitúa en el rango de edades entre 20 y 64 

años. Este intervalo de tiempo se considera la etapa productiva y laboral de la vida 

humana. 
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Figura 6 
Proyección poblacional publicada en el informe 

 

Con relación a la ocupación laboral, el informe refleja un índice considerable bajo 

de personas empleadas, lo cual destaca de manera especial los desafíos que 

enfrenta la población y evidencia una amplia gama de problemas, que van desde el 

desempleo hasta la presencia de trabajos informales. 

 

Estas circunstancias generales a menudo conllevan a la formación de abusos 

laborales en las relaciones, la falta de reconocimiento de los derechos más básicos 

de los trabajadores y, por supuesto, un desconocimiento de las leyes laborales. 

Figura 6 
Proyección de empleo y desempleo publicada en el informe 
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Es importante destacar que la información recopilada sobre la población ocupada 

refleja un índice muy bajo, apenas un 13%. Esto es relevante al considerar que el 

trabajo no solo es el pilar fundamental de la economía de los hogares colombianos, 

sino también la base que proporciona los recursos para satisfacer los gastos 

personales y familiares. En consecuencia, la vulneración de los derechos laborales se 

convierte en un asunto grave con repercusiones negativas en la economía del país. 

El alto porcentaje que indica la prevalencia de la informalidad laboral en los 

municipios del Putumayo es alarmante. Aún más preocupante es la falta de acceso 

real, efectivo y eficiente a la administración de justicia cuando se necesita. Esta 

situación subraya la urgente necesidad de la presencia estatal a través de la Rama 

Judicial en todo el territorio nacional. Esto garantizaría que la población trabajadora 
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pueda acceder fácilmente a los órganos judiciales, impidiendo así una negación tácita 

del ejercicio pleno de los derechos laborales. 

La actual configuración de la jurisdicción laboral en el departamento, que cuenta 

con dos autoridades judiciales en el municipio de Mocoa para atender los conflictos 

laborales en toda la región, no responde adecuadamente a los objetivos de la 

administración de justicia establecidos en la Constitución. La consideración de 

factores como capacidad económica, distancia y necesidad de demanda servicio una 

respuesta más eficaz del Estado a través de la Rama Judicial. Esto se lograría mejor 

con la presencia de autoridades judiciales laborales en el departamento, cercanas y 

accesibles para la población putumayense. 

La modificación implementada por el Consejo Superior de la Judicatura en 2015 en 

el modelo de prestación de servicios de justicia laboral en el Putumayo presenta 

deficiencias. La centralización de la justicia laboral en Mocoa, aunque apunta a 

procesos más ágiles, ignora las barreras de acceso ya explicadas. No solo distorsiona 

la realidad de muchos trabajadores alejados, sino que también contraviene el 

principio constitucional de acceso a la administración de justicia. 

Una alternativa para mitigar los efectos negativos de esta centralización es conferir 

competencia a los jueces promiscuos municipales y de circuito del departamento. 

Estos jueces podrían asumir los procesos relacionados con la justicia laboral, 

incluyendo pequeñas causas y casos de juzgados laborales de circuito. Esta medida 

no requiere una inversión significativa en infraestructura y personal, ya que los 

juzgados civiles municipales y de circuito ya están en funcionamiento y cumplen con 

la categoría necesaria. Además, se alinea con las reglas de competencia territorial en 

la legislación procesal laboral. 
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Dadas estas circunstancias especiales y en aras de garantizar el acceso efectivo y 

equitativo a la administración de justicia laboral, es plausible descentralizar la 

jurisdicción laboral del departamento de Mocoa. Esto podría lograrse distribuyendo la 

competencia en todo el departamento con el apoyo de los jueces promiscuos del 

circuito. Se requeriría una inversión menor y permitiría a los ciudadanos acceder a la 

justicia laboral sin afrontar cargas excesivas. 

Además, la creación de juzgados de pequeñas causas en materia laboral en cada 

circuito también sería una solución viable, dado que muchos conflictos laborales en el 

Putumayo son únicos de instancia debido a su cuantía. Esta medida resolvería de 

manera más efectiva los problemas particulares de la justicia laboral y evitaría la 

congestión judicial. 

Es importante resaltar que facultar a los Jueces Promiscuos del Circuito para 

abordar la conciliación voluntaria en materia laboral, basado en la jurisprudencia de la 

Corte Suprema de Justicia (Sentencia SL 4066 de 2021), podría contribuir a superar 

las barreras de acceso a la administración de justicia descrita anteriormente. Esto 

promovería el uso de mecanismos alternativos de resolución de conflictos y 

optimizaría el funcionamiento del sistema judicial. 

En conclusión, la Rama Judicial debe priorizar su función esencial en la 

administración de justicia en Colombia, considerando la presencia de los jueces en 

todo el territorio nacional, y su impacto en el desarrollo económico y social del país. El 

modelo de justicia laboral actual en el Putumayo no cumple con la protección de los 

derechos de los trabajadores y requiere una solución adecuada, ya sea mediante la 

descentralización del circuito judicial de Mocoa o la aparición de competencias a los 

jueces civiles o la creación de juzgados de pequeñas causas. Estas medidas 
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permitirán una mayor accesibilidad y equidad en el sistema judicial, beneficiando tanto 

a la población putumayense como al buen funcionamiento del sistema en general. 
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CONCLUSIONES 
 

1. De la presente investigación podemos establecer que, ante la importancia 

de alcanzar la efectividad del principio del acceso a la administración de 

justicia, las barreras que pueda tener la población trabajadora para hacer 

uso de su derecho tienen consecuencias negativas, al representar 

denegación del servicio de justicia. 

2. En Colombia, el derecho de acceso a la administración de justicia es 

fundamental y está vinculado a los principios del Estado Social de Derecho. 

Esto implica que todas las personas tienen el derecho de recurrir a la 

instancia judicial para proteger sus derechos y resolver disputas. Además, 

este derecho está respaldado por tratados internacionales y la legislación 

nacional, garantizando un acceso equitativo y eficaz. 

3. La centralización de los tribunales en áreas urbanas, como el caso de 

Mocoa, crea dificultades significativas para las poblaciones distantes. Los 

costos de desplazamiento, la inversión de tiempo y los desafíos geográficos 

impactan la accesibilidad real a la justicia, especialmente para comunidades 

rurales, generándose en las que se concreta un trato discriminatorio hacia 

los usuarios del sistema y, en última instancia, buscar soluciones 

alternativas fuera del sistema judicial. 

4. Los trabajadores del departamento del Putumayo no cuentan con autoridades 

judiciales suficientes en materia laboral, pues en el diseño de prestación del 

servicio de justicia se consideró suficiente disponer el funcionamiento de un 

Juzgado Laboral del Circuito y uno de Pequeñas Causas en el municipio de Mocoa. 

5. Los usuarios de la administración de justicia ubicados en los municipios de 

Piamonte, Puerto Guzmán, Villagarzón, Puerto Asís, Puerto Caicedo, Orito, Puerto 
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Leguizamo, Valle del Guamuez, San Miguel, Sibundoy, Colón, San Francisco y 

Santiago, deben invertir tiempo y dinero, para acudir a las autoridades competentes 

en materia ordinaria laboral, en razón de la distancia existente entre éstos y Mocoa, 

que incluso, impone acudir a medios de transporte fluviales, siendo ésta una 

barrera para el ejercicio de su derecho fundamental.    

6. La información recaudada por la Rama Judicial, a través Unidad de Desarrollo y 

Análisis Estadístico muestra una disminución significativa en el ingreso de asuntos 

en el periodo 2015 a 2019, situación que refleja una menor demanda del servicio 

de justicia, y que coincide con la reforma implementada por el Consejo Superior de 

la Judicatura al centralizar la presencia de los jueces laborales en Mocoa. 

7. Para ampliar la presencia del Estado – Rama Judicial en el departamento de 

Putumayo, podrá optarse por la creación de jueces municipales laborales o, asignar 

competencia para conocer de esta especialidad, a los jueces promiscuos del 

circuito de la zona, es decir, a los circuitos Sibundoy y Puerto Asís. 

8. Otra medida que podría adoptarse es la creación de los juzgados de pequeñas 

causas en materia laboral, o jueces municipales laborales en cada circuito judicial, 

pues la ocupación de la población y la forma de economía que se desarrolla en el 

departamento conlleva a que los conflictos entre empleadores y trabajadores 

correspondan a procesos de única instancia. 

9. La competencia de jueces en materia ordinaria laboral, en todo el departamento 

hará posible que se acuda a la conciliación voluntaria como mecanismo alternativo 

de solución de conflictos, promoviendo una herramienta que brinda cercanía entre 

la administración de justicia y los usuarios, y con ello, ofrecer garantía para un 

efectivo ejercicio del derecho de acción de los trabajadores. 

10. Se plantean alternativas para descentralizar la administración de justicia 

laboral en el Putumayo. Estas incluyen otorgar competencias laborales a los 

jueces promiscuos del circuito, la creación de juzgados municipales 



76 
 

laborales única instancia para ver la posibilidad de doble instancia, siendo 

Mocoa la segunda instancia, o la distribución de competencias en diferentes 

circuitos. Estas medidas mejorarían el acceso y la eficiencia de la justicia 

laboral en la región. 

11. En resumen, el acceso a la administración de justicia en Colombia, 

específicamente en el contexto laboral del departamento del Putumayo, es 

esencial para garantizar la protección de los derechos de los trabajadores y 

promover la formalización laboral. La descentralización de la justicia laboral 

y la presencia de juzgados en todo el territorio son cruciales para superar los 

problemas de accesibilidad y brindar una respuesta efectiva a los conflictos 

laborales. 
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